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Delitos: Fraude procesal y falso testimonio   

Acusados: Daniel Arturo Castrillón Gómez, Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y 

Jorge Olmar Rico Pulgarín    

Asunto: Confirma parcialmente sentencia de primera instancia 

FALSO TESTIMONIO/ Declaraciones que confrontadas con otras pruebas resultan contrarias a la realidad con el objeto de perjudicar a una parte procesal/ Determinador del ilícito por inducción sobre familiar y empleado para beneficiarse de sus falsas versiones    

“(…) faltaron a la verdad en las declaraciones que rindieron bajo la gravedad del juramento ante el juez 4º de Familia de Pereira, dentro del proceso de privación de la patria potestad que promovió el señor DACG padre del C.C.L., contra la señora Sandra Milena López González (…)” 

“(…) se debe tener en cuenta que estas manifestaciones tuvieron injerencia no solamente en lo relativo a la orden de emplazamiento de la señora López González, lo que la privó de ejercer sus derechos de defensa y de contradicción dentro del proceso de privación de la patria potestad que se adelantó en su contra, sino también en las consideraciones de la sentencia que se dictó el 23 de marzo de 2006, por parte del juzgado 4º de Familia de esta ciudad, en la cual se privó a la demandada (…) del ejercicio de la patria potestad (…)” 

“(…) el citado ciudadano en razón del interés que le asistía de privar a la señora López de los derechos sobre su hijo, fue el que determinó a las personas citadas, en razón de su ascendencia familiar o laboral, para que declararan en esos términos en el citado juicio, por lo cual también debe ser declarado penalmente responsable por la comisión de este ilícito, en calidad de determinador, tal y como fue acusado (...)”
FRAUDE PROCESAL/ Inducción a error al funcionario judicial con dolo
“(…) refulge con claridad, que el señor Daniel Arturo Castrillón Gómez, adelantó el proceso de privación de patria potestad de forma fraudulenta, ya que consignó una falsedad que fue replicada por su apoderado, al manifestar en el poder que le otorgó que no conocía el paradero de Sandra Milena López González, lo que indujo en error a la juez de conocimiento no sólo para ordenar el emplazamiento de la demandada, sino para aducir esa situación como un indicio determinante para privarla de la patria potestad sobre su hijo, lo que de contera conllevó a que la señora López no pudiera enterarse del citado proceso para ejercer su defensa, ya que solamente vino a conocer la existencia de esa decisión al regresar a Colombia, momento para el cual ya ese fallo había adquirido firmeza.”
DESBORDAMIENTO DE COMPETENCIA/ Juez penal carece de competencia para anular fallos de la jurisdicción de familia, para ese efecto se debe acudir al recurso de revisión previsto para esa área del derecho
“(…) se dejaron sin efecto unas sentencias debidamente ejecutoriadas que fueron proferidas por el juzgado 4º de Familia de Pereira y la Sala Civil Familia de este Tribunal, con lo cual se desconocieron normas procesales de orden público, de obligatorio cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales, y se afectó el principio del juez natural, ya que este caso no guardaba ninguna relación con los eventos previstos en el artículo 101 del CPP .”
“(…) el mecanismo previsto en la ley para dejar sin efecto las sentencias mencionadas es el de la acción de revisión, con base en la causal invocada, por lo cual no resultaba acertado que la juez penal hubiera adoptado una determinación que le correspondía a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia”

PRISIÓN DOMICILIARIA/ Favorabilidad/ Requisitos/ Procedencia, persona de avanzada edad con arraigo familiar y social 
“(…) en aplicación del principio de favorabilidad de la ley penal y en virtud de la reforma introducida por el artículo 23 de la ley 1709 de 2014, es posible reconocer el citado beneficio en atención a que la pena mínima prevista para el delito por el que fue sentenciada la señora MJGC no excede de 8 años de prisión; el delito por el que fue condenada no se encuentra incluido en el listado del artículo 38C del mismo estatuto adicionado por el artículo 24 de la Ley 1709 de 2014, y además la prueba existente en el proceso demuestra con creces que la citada dama poseía arraigo familiar y social en esta ciudad, al tiempo que igualmente concurre la causal prevista en el artículo 461 del CPP, entendida en los términos del artículo 314 del CPP en razón de la edad de la procesada y los demás factores previstos en el numeral 2º de esa norma. Para el efecto la señora MJGC deberá constituir caución equivalente a dos smlmv para el año 2011 y cumplir con las demás obligaciones que establece el artículo 65 del CP.”
Citas: Corte Constitucional, sentencia C-520 de 2009; Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencias del 25 de febrero de 2004 -rad. 19866-, 28 de noviembre de 2012 -rad. 40246- y de 24 de noviembre de 2014 -rad. 41111-.
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1- ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por el defensor de los procesados, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual condenó a Daniel Arturo Castrillón Gómez, Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín, por los delitos de fraude procesal y falso testimonio.
2. ANTECEDENTES
2.1 Según el escrito de acusación
 la investigación penal en el presente asunto se inició en virtud de la denuncia que presentó la señora Sandra Milena López González, en contra de Daniel Arturo Castrillón Gómez, Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín, por la posible comisión de las conductas punibles de fraude procesal y falso testimonio, teniendo en cuenta los siguientes hechos:
· La señora López González convivió con el señor Daniel Arturo Castrillón Gómez desde el año 1997 hasta octubre del año 2000. En esa unión se procreó al menor  C.C.L., quien nació el 12 de enero de 2001. Para esa fecha sus padres ya se encontraban separados, debido a que el señor Castrillón Gómez ya había iniciado una nueva relación sentimental.
· Dos años después la denunciante inició una relación de pareja con el señor Alberto Pedro Hipólito González, por lo cual fue víctima de amenazas proferidas por el señor Castrillón Gómez, frente a las cuales se formuló la respectiva denuncia.
· Sandra Milena  López González es madre de un menor de edad, mayor que su hijo C.C.L. Ese niño tenía nacionalidad japonesa, por lo cual la  denunciante debía viajar con frecuencia a ese país, no sólo con ese propósito sino para renovar su visa. Por esa razón el  14 de junio de 2004 se vio precisada a trasladarse al Japón, por lo cual su hijo  C.C.L. quedó bajo el cuidado de su abuela Amanda González en esta ciudad.

· El 15 de junio de 2004, el  señor Daniel Arturo Castrillón Gómez, envió a un empleado suyo llamado Jorge Olmar Rico Pulgarín a la residencia donde éste se encontraba. La abuela materna del menor le entregó al niño C.C.L. quien fue llevado donde la señora  Mariela de Jesús Gómez de Castrillón, madre de Daniel Arturo Castrillón Gómez. El infante fue dejado bajo su custodia, ya que el señor Castrillón viajaba constantemente al exterior 
· Durante la estancia de la denunciante en Japón, tuvo comunicación constante con su hijo C.C.L.,  a quien llamaba a la casa de su abuela paterna, Mariela de J. Gómez de Castrillón. La abuela materna señora Amanda González,  siempre estuvo pendiente de lo que su nieto necesitara, pese a que la familia del padre del menor rechazaba su ayuda económica.

· La señora Amanda González, en su calidad de abuela materna del menor  C.C.L. intentó mantener contacto a través de todos los medios con su nieto C.C.L. Para ello logró que la Comisaría de Familia Nororiental-Casa de Justicia de “Villa Santana”, se hiciera comparecer a Mariela de Jesús Gómez de Castrillón abuela paterna del niño, a una audiencia para ofrecimiento de alimentos y regulación de visitas, la cual fue celebrada el 18 de julio de 2005, resultando fallida  porque la señora Gómez  no accedió a que señora González mantuviera contacto con su nieto. 
· Desde el día 24 de febrero de 2005 el señor Daniel Arturo Castrillón Gómez, aprovechando que la madre de su hijo se encontraba fuera del país, presentó una demanda de privación de patria potestad en contra de Sandra Milena López González, cuyo conocimiento le correspondió al Juzgado Cuarto de Familia de Pereira.

· Dentro de ese proceso la madre de Daniel Arturo Castrillón Gómez, señora  Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y su empleado Jorge Olmar Rico Pulgarín rindieron declaración donde afirmaron que Sandra Milena López González, madre del menor C.C.L. había abandonado a su hijo y que desconocían el lugar de ubicación de ella y de su familia. Bajo esas  premisas falsas se tramitó el citado proceso, dentro del cual se dictó sentencia el 23 de marzo de 2006, donde se ordenó privar de la  patria potestad a la señora López, quien no pudo ejercer sus derechos de defensa y de contradicción ya que nunca tuvo conocimiento de esa acción judicial.
· Para la fecha del escrito de acusación, la patria potestad sobre el menor CCL, estaba siendo ejercida de manera exclusiva por su padre Daniel Arturo Castrillón Gómez, quien al parecer se encuentra fuera del país acompañado de su hijo.
· En la demanda referida se consignaron hechos falsos, al indicarse que se desconocía por completo el paradero de la señora López y de su familia; y que había abandonado a su hijo, cuando lo real era que sostenía una constante comunicación telefónica con él y se enteraba de su situación a través de su madre, existiendo comunicación entre su familia y la del señor Daniel Arturo Castrillón. Fuera de eso se hizo un ofrecimiento de suministro de alimentos y una solicitud de regulación de visitas a través de la señora Amanda Gonzáles ante la Comisaría Nororiental de Pereira, donde se realizó una audiencia de conciliación el 18 de julio de 2005,  o sea 5 meses antes de que se presentara la demanda de privación de patria potestad.

· Lo anterior indica que los hechos en los que se basó la demanda de privación de patria potestad fueron temerarios y falsos, al igual que los testimonios de la señora Mariela de Jesús Gómez y de Jorge Olmar Rico Pulgarín, quienes declararon en ese proceso, manifestando bajo la gravedad del juramento que no existió ningún tipo de comunicación de parte de Sandra Milena López González, con su hijo C.C.L. durante el tiempo en que ella permaneció fuera del  país; ni ningún contacto con la familia materna de C.C.L. ya que desconocían su  dirección, lo que hicieron con el propósito de impedir que la madre del menor C.C.L. fuera enterada sobre la existencia del proceso de privación de patria potestad que estaba cursando, a efectos de que resultara favorable a los intereses de Daniel Arturo Castrillón Gómez, pese a que en ese tiempo el menor frecuentaba la casa de su abuela Amanda González, que estaba situada cerca de la residencia de su abuela paterna, quien al igual que Jorge Olmar Rico Pulgarín conocía perfectamente la ubicación de la casa de la señora González.

· Esos falsos testimonios fueron valorados de forma positiva por el Juez de Familia que conoció del mencionado proceso de privación de la patria potestad, como prueba contundente para demostrar el abandono de la denunciante para con su hijo y la falta total de comunicación con el mismo y sobre esas premisas se fundamentó el fallo mediante el cual se privó a Sandra Milena López González de la patria potestad de su hijo C.C.L.  

· Por lo tanto se consideró que el señor Daniel Arturo Castrillón Gómez al promover la citada demanda, actuó con el propósito de lograr que la madre del menor C.C.L. fuera privada de la patria potestad de su hijo, sustentando las pretensiones de la demanda en los testimonios falsos  de la señora Gómez y del señor Rico, con lo cual se indujo en error al funcionario que dictó el mencionado fallo.
2.2 El escrito de acusación tiene fecha del 22 de abril de 2010 y según su  texto, el 26 de marzo de 2010 ese año se formuló imputación a Daniel Arturo Castrillón Gómez por un concurso de conductas punibles de fraude procesal en calidad de autor y de falso testimonio a título de determinador y contra Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín como autores de la conducta de falso testimonio. El señor Castrillón Gómez y la señora Gómez de Castrillón fueron declarados personas ausentes, mientras que el señor Rico Pulgarín no se allanó a los cargos que le fueron comunicados. 
2.3. La fase del  juicio le correspondió al Juzgado  Cuarto Penal del Circuito de Pereira. La audiencia de formulación de acusación se adelantó el 6 de mayo de 2010.
 El 29 de octubre siguiente se adelantó la audiencia preparatoria.
 La audiencia de juicio oral se desarrolló en sesiones del 14 y 15 de mayo de 2011; una vez finalizó, la juez de conocimiento anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio.

La sentencia se emitió el 7 de mayo de esa misma anualidad en los siguientes términos: i) se condenó a Daniel Arturo Castrillón Gómez a la pena principal de 80 meses de prisión, 200 s.m.l.m.v e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso al hallarlo responsable de los delitos de falso testimonio y fraude procesal; ii) Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín fueron sentenciados a descontar una pena  principal de 72 meses de prisión, como responsables de la comisión de la conducta punible de falso testimonio. Se  impuso como pena accesoria para la señora Castrillón Gómez y el señor Rico Pulgarín, la de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término igual al de la pena principal; iii) se declaró que los sentenciados no tenían derecho a gozar de la condena de ejecución condicional ni de la prisión domiciliaria. Se expuso que el despacho no era  competente para adoptar decisión alguna en cuanto a la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la señora Mariela de Jesús Gómez de Castrillón. En consecuencia se libró  orden de captura contra los acusados; iv)  se ordenó dejar sin efecto las sentencias proferidas por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira el 23 de marzo de 2006 y por la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira el 20 de junio de 2006,  mediante las cuales se privó del ejercicio de la patria potestad del menor C.C.L. a la señora Sandra Milena López González y se dispuso que en su lugar la  denunciante volviera a ejercer sus derechos como madre; y v) se ordenó la restitución internacional del menor C.C.L. que se consideró indebidamente retenido por su padre en España, para lo cual se dispuso que se informara al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, con el fin  de que adelantara las actuaciones tendientes a la restitución voluntaria del niño.

3. IDENTIDAD DE LOS PROCESADOS
· DANIEL ARTURO CASTRILLÓN GÓMEZ, se identifica con la C.C. 10.126.864, nació en Pereira el 9 de diciembre de 1966, es hijo de Mariela de Jesús y Ulises.
· MARIELA DE JESÚS GÓMEZ DE CASTRILLÓN, portadora de la C.C.  25.188.833, nació el 22 de abril de 1937 en Armenia, Quindío, es hija de Laura Rosa y Francisco Antonio, se dedica a actividades de comerciante.
· JORGE OLMAR RICO PULGARÍN, identificado con C.C. No. 9.869.590, nació en Bolívar, Antioquia el 28 de julio de 1983, es hijo de Rodolfo y Socorro.
4. LA DECISIÓN RECURRIDA

4.1 La juez de conocimiento sustentó el fallo condenatorio con base en los siguientes argumentos:
· La delegada de la FGN acusó y solicitó condena para Daniel Arturo Castrillón Gómez como determinador de falso testimonio y para su señora madre Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín como autores del mismo ilícito, porque consideró que las dos últimas  personas citadas habían faltado a la verdad en la declaración que rindieron ante el Juzgado 4º de Familia de esta ciudad, dentro del proceso de  privación de patria potestad del menor C.C.L. que promovió el señor Castrillón Gómez, contra la señora Sandra Milena López González.

· Según el criterio de la delegada de la FGN,  esas dos personas incurrieron en falso testimonio porque dentro del citado proceso faltaron a la verdad en sus declaraciones así: i) Jorge Olmar Rico Pulgarín dijo que desconocía el paradero de Sandra Milena López González, que ésta no colaboraba con la manutención del menor, jamás se comunicaba con su hijo, no conocía a su familia, ni sabía dónde vivía; y ii) Mariela de Jesús Gómez de Castrillón expresó que la señor Sandra Milena López González no contribuía con los gastos de su niño porque haberse ausentado; que no había ningún tipo de comunicación con ella y aunque conocía a los padres de la ofendida, no sabía donde residían exactamente.
· Estas personas mintieron en los testimonios que entregaron en el citado proceso de  privación de la patria potestad, ya que en el juicio penal se  practicaron pruebas que demostraron que era cierto que la madre del menor C.C.L. debió ausentarse del país por un tiempo, pese a lo cual estaba  pendiente de su hijo, con quien se comunicaba telefónicamente; le enviaba regalos, fuera de que se comprobó que el menor C.C.L. compartía fechas especiales con los familiares de su madre.

· Para considerar que la señora López no abandonó absolutamente al hijo y que por ende la abuela paterna del menor C.CV.L. había mentido en su declaración, la  A quo  hizo referencia a una audiencia que se celebró el  10 de noviembre de 2005 en el Juzgado Cuarto de Familia, donde la señora Gómez dijo lo mencionado anteriormente, sin hacer mención de que cuatro meses antes estuvo en la Comisaría de Familia Nororiental en donde se consignó en un documento elaborado por una psicóloga, que el menor asumía una actitud agresiva hacia la señora Gómez luego de que hablaba por teléfono con su madre. A su vez se hizo referencia a una diligencia adelantada el 18 de  julio del 2005 sobre una  conciliación de regulación de visitas, donde la  señora Gómez de Castrillón admitió que si no contestaba el teléfono era porque se encontraba en la compraventa y que no podía conciliar ningún asunto relativo a alimentos.
· Con el testimonio de la señora Amanda González, quien fue la intermediaria para que su hija no perdiera contacto con su nieto, se demostró que la madre del menor C.C.L., llamaba a su hijo con frecuencia; le enviaba regalos y que  Mariela de Jesús Gómez y  Jorge Olmar Rico Pulgarín sabían cuál era su domicilio, porque quedaba a escasas cuatro cuadras de su casa.
· En la audiencia de juicio oral se introdujeron documentos que enseñan no solo que entre las abuelas del niño la comunicación era permanente, sino que la madre del menor lo llamaba desde el Japón a la casa de la  acusada Gómez de Castrillón y a su negocio. 

· Las declaraciones de Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y de Jorge Olmar Rico Pulgarín fueron empleadas dentro del proceso que se adelantó para quitarle a Sandra Milena López González la custodia sobre su hijo menor de edad. Estos dos acusados tuvieron mucho contacto con el menor C.C.L. y con su familia materna, por lo cual se puede concluir que faltaron a la verdad cuando declararon que desconocían el paradero de la señora  Sandra Milena y que ésta había abandonado a su hijo y por ellos se les debe condenar como responsables  del delito de falso testimonio.
· Daniel Arturo Castrillón Gómez debe ser condenado como determinador de esa conducta punible, ya que se encargó de suministrar esa información al abogado que formuló la demanda de privación de patria potestad, entre ella, la de que los testigos del abandono de su hijo eran su señora madre y su empleado Jorge Olmar Rico Pulgarín, personas que faltaron a la verdad al declarar en el proceso de privación de la patria potestad.

· En relación con el delito de fraude procesal, la delegada de la Fiscalía acusó al señor Castrillón Gómez como autor de la conducta descrita en el artículo 453 del C.P., por considerar que utilizó unas declaraciones falsas para hacer creer a la Juez Cuarto de Familia de Pereira que su ex compañera permanente Sandra Milena López Gonzáles,  había abandonado absolutamente a su hijo C.C.L., con el fin de privarla del ejercicio de la patria potestad sobre su hijo. El medio fraudulento fueron los falsos testimonios entregados por Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y  Jorge Olmar Rico Pulgarín y con ellas el padre del menor C.C.L. logró inducir en error a la juez de familia, quien concluyó que la madre de éste lo había abandonado por completo y decidió entonces privarla de la patria potestad.

· Por ello la sentencia dictada por la juez 4º de Familia resultó ser  contraria a la ley, porque pese a que la denunciante no se podía considerar como la mejor madre, tampoco se podía asegurar que hubiera abandonado totalmente a su hijo, ya que lo que existió fue una separación
. 

· En el juicio quedó demostrado que Daniel Arturo Castrillón Gómez utilizó las citadas declaraciones falsas y con ellas hizo incurrir en error a la juez de familia para conseguir un fallo contrario a la ley, por lo cual se imponía tanto se imponía su condena como responsable del delito de fraude procesal.

4.2 Respecto del proceso de dosificación punitiva, la juez de instancia hizo las siguientes apreciaciones:

· En relación con los procesados Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín, debe tenerse en cuenta que el artículo 442 del C.P. contempla una sanción de pena de prisión que oscila entre 6 y 12 años y como no existían circunstancias que modifiquen esos topes, luego de realizar la división del ámbito punitivo de movilidad, los cuartos quedaron así: i) cuarto mínimo de 72 a 90 meses; ii) cuartos medios de 90 a 126 meses y iii) cuarto máximo de 126 a 144 meses de prisión. Se les impuso a ambos la pena  mínima prevista para el delito de falso testimonio, esto es 72 meses de prisión y como pena accesoria la de inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas por término igual al de la pena principal.
· En lo que respecta a Daniel Arturo Castrillón Gómez, al haber sido condenado por dos delitos, se expuso que se debía dosificar cada pena por separado, para luego aplicar las reglas del concurso de conductas punibles. En lo que concierne al delito de falso testimonio, luego de dividir el ámbito punitivo de movilidad en cuartos
 se aplicó la  sanción mínima de 72 meses de prisión. En lo relativo al contra jus  de fraude procesal, se observó que la  pena contemplada en el artículo 453 del C.P. para este delito era de 6 a 12 años de prisión, multa de 200 a 1000 salarios mínimos legales mensuales e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 5 a 8 años. Los cuartos de pena se fijaron así: 

Para la pena de prisión: i) cuarto mínimo de 72 a 90 meses; ii) cuartos medios de 90 a 126 meses; y iii) cuarto máximo de 126 a 144 meses.

Para la pena de multa: i) cuarto mínimo de 200 a 400 smlmv; ii) cuartos medios de 400 a 800 smlmv; y iii) cuarto máximo de 800 a 1000 smlmv.
Para la inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas: i) cuarto mínimo de 60 a 69 meses; ii) cuartos medios de 69 a 87 meses; y iii) cuarto máximo de 87 a 96 meses.
La pena fijada por esta conducta, fue de 72 meses de prisión, multa por 200 smlmv e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un  término de 60 meses.

· En aplicación  del  artículo 31 del C.P. que fija las reglas del concurso de  conductas punibles se tomó como sanción más grave la establecida para el delito de  fraude procesal, que sumada a la pena del actus reus de falso testimonio arroja un total de 144 meses de prisión, multa por 200 smlmv, e inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas por un término de 60 meses de prisión. Finalmente se impuso como pena definitiva al procesado Castrillón Gómez, la de 80 meses de prisión, multa por 200 salarios smlmv e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término de 80 meses.

4.3 La funcionaria de primer grado  adoptó otras determinaciones así:
· Con base en el artículo 22 del C. de P.P. decidió dejar sin efecto las sentencias proferidas por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 23 de marzo de 2006 y por la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira el 20 de junio de 2006, mediante las cuales se suspendió el ejercicio de la patria potestad del menor C.C.L. a la señora Sandra Milena López González, a fin de que la citada señora volviera a ejercer sus derechos maternos. 

· Con apoyo en el artículo 112 del Código de la Infancia y la Adolescencia, la A quo consideró que como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar era  la autoridad central en esos casos, se le debía remitir copia del fallo, para que esa entidad adelantara “las actuaciones  tendientes a la restitución voluntaria del niño C.C.L. que al parecer se encuentra en España”.

· En lo que tiene que ver con los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, la juez de instancia estimó que dado el plus de la pena corporal pena impuesta, no había lugar a hacer consideraciones sobre condena de ejecución condicional y sostuvo que los condenados tampoco tenían derecho a disfrutar de la prisión domiciliaria de que trata el art. 38 del C. Penal, toda vez que en el caso puntual se procedió por conductas cuya pena mínima excede de 5 años de prisión. Como el defensor de los condenados en la audiencia de individualización de pena solicitó la suspensión de la ejecución de la sanción para su cliente Mariela de Jesús Gómez de Castrillón, quien estaba  próxima a cumplir 75 de edad, la juez explicó que de conformidad con el art. 461 del CPP, la competencia para decidir ese aspecto era del juez al que le correspondiera la ejecución de la pena, con base en lo dispuesto por la SP de la CSJ,  sentencia del 23 de agosto de 2007, radicado o 27.337. En  consecuencia ordenó la captura de los sentenciados.
4.3 El defensor de los procesados interpuso recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia.
5. SOBRE EL RECURSO INTERPUESTO
5.1 Defensor (recurrente)
 
5.1.1. PRIMER TEMA PROPUESTO. SOBRE LA DECLARATORIA DE  RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS SENTENCIADAS:

· Considera que con base en una “lectura ligera” del contenido de las declaraciones vertidas por la señora Mariela de Jesús Gómez  y Jorge Olmar Rico, en el proceso de privación de la patria potestad aludido, donde  indicaron que desconocían la dirección o localización de Sandra Milena López González, se podría arribar a las conclusiones que dieron lugar a la sentencia de condena que se impuso a sus representados. Sin embargo, un análisis realizado bajo esos parámetros no concuerda con la realidad de todo cuanto se ha cernido alrededor del asunto y la falta de adecuada contextualización del tema objeto de debate, condujo a adoptar una decisión que resultó ser injusta.
· En el proceso se establecieron las situaciones que generaron los enfrentamientos entre Daniel Arturo Castrillón Gómez y la denunciante Sandra Milena López González, en torno a su hijo C.C.L., que venían de tiempo atrás y habían pasado por otros escenarios, revelando que primaban los intereses personales de los protagonistas, sobre la formación integral del citado menor.
· Se demostró que la señora López era una “madre ausente” que brindaba afecto a su hijo por medio del internet o por vía telefónica y que se veía precisada a permanecer en Japón al lado de su otro hijo, y que había un padre “menos ausente” como el señor Castrillón Gómez, quien también se encontraba fuera de Colombia, quien dejó al menor C.C.L. bajo el cuidado de su  madre Mariela de Jesús Gómez de Castrillón.

· Los testigos que declararon ante el Juez de Familia en el trámite del proceso de pérdida de patria potestad, manifestaron bajo juramento que no conocían la  dirección de la señora Sandra Milena López González, quien como quedó establecido en el juicio, cambió en varias oportunidades de domicilio y residió la mayor parte del tiempo fuera del país,  hasta el punto de que cuando se adelantó ese trámite judicial, vivía en el Japón y sólo regresó a Colombia al ser informada sobre el citado proceso.
· No se comparten los argumentos del fallo de primer nivel, donde se afirma que la señora Gómez y el señor Rico faltaron a la verdad, considerando que la FGN había demostrado que a pesar de la distancia la mamá de C.C.L., estaba pendiente de su hijo y que éste compartía fechas especiales con miembros de la familia materna. 
· Si el tema central era establecer la titularidad de la patria potestad y si en realidad se cree que los  derechos de los niños prevalecen sobre los de los demás, no existe ninguna disposición legal que consagre que ese ejercicio se pueda materializar en dádivas, regalos, llamadas telefónicas ni comunicaciones electrónicas, porque el amor, el afecto y los valores que hacen posible la formación integral de los menores de edad, no se pueden transmitir por medios virtuales.
· Independientemente de que la progenitora de C.C.L. se haya sustraído de sus deberes maternales, el hecho cierto es que cuando se adelantó el proceso de privación de la patria potestad, la señora López se encontraba fuera del país, por lo cual quienes fueron testigos en ese proceso desconocían su dirección y la consecuencia lógica de su ausencia, fue que se dictara un fallo en contra de la denunciante. No se tuvo en cuenta que una cosa era saber dónde vivía la citada señora y otra conocer su paradero exacto, ya que entraba y salía del país. Por ello no resultaba posible afirmar que los testigos que fueron sentenciados conocían el lugar de residencia de la madre del menor C.C.L., ya que esa casa era ocupada por su familia y no por ella.
· Así se hayan exhibido fotografías, o documentos obtenidos como resultado de búsquedas selectivas en bases de datos, lo que se estableció es que el citado menor no estaba bajo el cuidado de padre o de su madre, sino bajo la custodia de sus abuelas, quienes se alternaban en el cumplimiento de esa labor. 

· En el evento de haberse realizado la notificación de la demanda de pérdida de patria potestad en la vivienda de la señora madre de Sandra Milena López González, probablemente ese trámite habría quedado viciado, pues al fin y al cabo esa no era su residencia y la decisión de avalar tal diligencia sería de competencia del  Juez de Familia.
· Las peculiares situaciones que han rodeado todo ese litigio, incluyeron una diligencia de conciliación de alimentos donde intervinieron las  abuelas del menor, tal como quedó demostrado en la audiencia de juicio oral. Lo anterior sin mencionar acciones de tutela que le fueron negadas a la señor López González y las vías de hecho que también se mencionaron, como sucedió en una ocasión en que esa dama, motu proprio tomó al menor,  negándose a entregarlo a su padre quien ejercía el derecho a la patria potestad, por lo cual la presente acción penal constituye uno de las múltiples recursos legales e ilegales que se han usado para desconocer los fallos de primera y de segunda instancia que se adoptaron en el proceso de privación de la patria potestad que se adelantó en contra de la señora López González.
· En consecuencia, el recurrente solicita que se revoque el fallo de primer grado.

5.1.2 SEGUNDO TEMA PROPUESTO. SOBRE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 22 DEL CPP Y LA CESACIÓN DE LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS DICTADAS EL 23 DE MARZO DE 2006 POR EL JUZGADO 4º DE FAMILIA DE PEREIRA Y EL 20 DE JUNIO DEL MISMO AÑO POR LA SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA DEL TS DE PEREIRA:
· La juez de conocimiento desbordó los límites de su competencia funcional, que se centraba en la definición  de la responsabilidad penal de los acusados por las conductas de fraude procesal y de falso testimonio por las que fueron sentenciados, al dejar sin efectos las decisiones adoptadas en una jurisdicción distinta, ya que no podía invocar el postulado del  restablecimiento del derecho para extender su decisión a esferas que no le correspondían, ya que existen mecanismos directos y legales a los que se puede acudir para controvertir o solicitar la revocatoria de las sentencias mencionadas.
· Luego de hacer un recuento sobre las normas legales y constitucionales y la jurisprudencia pertinente que regula los derechos de los niños, el censor expone que  en este caso la denunciante Sandra Milena López González, debía recurrir al mecanismo idóneo que prevé la legislación civil, que viene a ser el recurso de revisión establecido en el capítulo VI del CPC, arts. 397 y ss.

· En consecuencia considera que la juez de primer grado aplicó indebidamente el  principio de restablecimiento del derecho, al decretar la nulidad de las sentencias dictadas en el proceso de privación de patria potestad, lo que afectó el principio del interés prevalente del menor C.C.L., ya que quedó sin definición lo relacionado con su custodia, fuera de que existía la posibilidad de recurrir al recurso de revisión en materia civil, con base en la sentencia penal, de acuerdo al artículo 380 del CPC, para respetar el principio del juez natural.
5.1.3 TERCER TEMA PROPUESTO. SOBRE EL RECONOCIMIENTO DE LA  PRISIÓN DOMICILIARIA A LA SEÑORA MARIELA DE J. GÓMEZ CASTRILLÓN:
· En razón de la condición de septuagenaria de la señora  Mariela de Jesús Gómez de Castrillón, se debe reconocer la  prisión domiciliaria solicitada en su favor, en aplicación de los postulados  pro homine y del principio de solidaridad.

5.2 Delegada de la Fiscalía (no recurrente)

· Pese a que el censor considera que los testigos que declararon ante el Juez de Familia, en el trámite del proceso de pérdida de patria potestad dijeron la verdad cuando declararon bajo la gravedad de juramento, que no conocían la dirección de Sandra Milena López González, ya que ella se encontraba en Japón y cambió de forma constante de domicilio, lo que les impidió conocer su paradero, lo que se debatió y quedó debidamente demostrado dentro del juicio oral, fue que Daniel Arturo Castrillón Gómez, su señora madre Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y su empleado de confianza Jorge Olmar Rico Pulgarín, a pesar de que no conocían la ubicación exacta de la señora López González en el Japón, si tuvieron contacto con ella por vía telefónica, lo que se probó a través de las numerosas llamadas que la citada señora realizó desde ese país, tanto a la residencia de la señora Mariela Gómez, como a la compraventa “Victoria”, sitio de trabajo de Daniel Arturo Castrillón y de Jorge Olmar Rico, antes y durante el trámite del proceso de privación de patria potestad respecto del menor C.C.L. que se adelantó a espaldas de la madre del niño C.C.L. 
· Por medio del contacto telefónico que tuvieron los acusados con Sandra Milena López González, pudieron haberle informado del proceso que cursaba en su contra, el cual  nunca le mencionaron, por lo cual le fueron desconocidos sus derechos como madre del menor C.C.L. para que pudiera evitar que le fueran desconocidos en el proceso de privación de la patria potestad, con base en la sentencia que se profirió luego de ser emplazada y representada por un  curador ad-litem.
· Los acusados Mariela Gómez y Jorge Olmar Rico, no dijeron la  verdad en las declaraciones que rindieron ante el Juzgado 4º de  Familia de esta ciudad, ya que manifestaron que Sandra Milena López González había abandonado por completo a su hijo C.C.L., y que desconocían la ubicación de sus padres y de su familia materna, pues durante el juicio se demostró que pese a la distancia, la madre del menor siempre mantuvo comunicación constante por vía telefónica  y por internet para conocer la situación de su hijo, que le enviaba obsequios y que a través de su familia trató de no desampararlo en ninguna situación. Se probó además que desde que la  señora López González se marchó para el Japón, hubo contacto permanente y telefónico, entre las familias materna y paterna del infante, pues el niño permaneció en ocasiones en la casa de la señora Amanda González –abuela materna- en donde compartió cumpleaños y celebraciones de fechas especiales que quedaron registradas en numerosas fotografías y también, porque la distancia entre los lugares de residencia de una familia y otra era de dos cuadras. Fuera de lo anterior los acusados conocían perfectamente la ubicación y el número telefónico de la casa de la señora madre de Sandra Milena López, como se corroboró con el registro de las más de 100 llamadas telefónicas que se realizaron por parte de la acusada Mariela Gómez a la señora Amanda González, durante la permanencia de la madre de C.C.L. en el Japón.
· Las situaciones mencionadas que fueron totalmente demostradas, son relevantes para afirmar que desde el 24 de febrero de 2005, cuando se presentó la demanda para solicitar la privación de la patria potestad que la señora López González tenía sobre el menor C.C.L., hasta el 23 de marzo de 2006, fecha en la que se profirió la sentencia por parte del Juzgado Cuarto de Familia, hubo constante comunicación entre las abuelas del infante, lo que habría permitido que Sandra Milena López se enterara del trámite del proceso que cursaba en su contra por medio de su progenitora, pese a lo cual la procesada Mariela Gómez de Castrillón siempre mantuvo total hermetismo sobre el asunto.
· La prueba del interés de Sandra Milena López González, para que se mantuviera el contacto entre su hijo C.C.L. y su familia materna, es que su señora madre Amanda González se vio avocada a solicitar ante una Comisaría de Familia, una conciliación de regulación de visitas y de alimentos, la cual se llevó a cabo el 5 de julio de 2005 entre las abuelas del menor. En esa diligencia, la abuela paterna reconoció ante la psicóloga de esa oficina, que la madre del menor lo llamaba constantemente desde el exterior lo que afectaba su comportamiento hacia ella, y no suministró ninguna información respecto del trámite de la demanda privación de patria potestad que cursaba en contra la señora López.
· Esa actitud no se compadece con la declaración que rindió la señora Mariela Gómez, el 10 de noviembre de 2005 ante el Juzgado de Familia que tramitó el mencionado proceso, cuando manifestó bajo juramento que desde que la madre de su nieto salió del país, no había tenido ningún tipo de comunicación con ella y  desconocía su ubicación.
· No comparte el criterio de la defensa, en el sentido que la denuncia que presentó la señora López, hiciera parte del sinnúmero de acciones adelantadas para tratar de desvirtuar el fallo dictado en el proceso de privación de la patria potestad que se tramitó en el juzgado 4º de Familia de esta ciudad, ya que precisamente lo que se debatió en el juicio oral fueron las  irregularidades que se presentaron en el proceso que se surtió a espaldas de la demandada Sandra Milena López González, que  finalizó con una sentencia que la privó de la patria potestad sobre su hijo, valiéndose de  testimonios falsos.
· En lo relativo a la cesación de los efectos de los fallos dictados en el proceso de privación de la patria potestad, la delegada de la FGN considera que desde una perspectiva legal y constitucional, los jueces están facultados para adoptar las medidas necesarias orientadas a materializar el restablecimiento del derecho y la indemnización de los perjuicios ocasionados con el delito, con base en los  artículos 2º y 250 de la CP y 22 del CPP, que otorgan facultades al juez para resolver cuestiones extrapenales, cuando se demuestra la comisión de un hecho punible y la responsabilidad del autor, con el fin de  hacer cesar los efectos producidos por el delito y para que las cosas vuelvan al estado anterior, si ello es posible, por lo cual fue legal la decisión que se adoptó en ese sentido en el fallo recurrido, en el sentido de dejar sin efectos las  sentencias proferidas por el Juzgado 4º de Familia de Pereira y por su superior funcional, mediante las cuales se suspendió a la señora López González el ejercicio de la patria potestad del menor C.C.L., ya que la sentencia dictada en ese proceso se basó en testimonios falsos, fuera de que se privó a la señora López González de ejercer sus derechos, lo que seguramente habría variado el sentido de esa decisión.
· En el fallo dictado en el proceso penal no se adoptó ninguna decisión relacionada con la patria potestad que fue controvertida en la jurisdicción de familia, ya que sus fallos no fueron modificados, por lo cual solamente se aplicó el principio rector del restablecimiento del derecho previsto en el artículo 22 de la ley 906 de2004, a efectos de restaurar los  derechos vulnerados.
· El recurso de revisión es una figura propia de la jurisdicción de familia a efectos de modificar decisiones tomadas en primera y segunda instancia, sin que ello implique un desconocimiento de lo actuado por sus antecesores. Caso contrario es dejar sin efectos una decisión judicial en pro de la reparación integral de las víctimas. En este evento se  pretende de forma equivocada, hacer prevalecer normas procesales sobre principios constitucionales consagrados que ordenan la protección integral a la víctima en  pro de un restablecimiento del derecho sesgado de manera irregular, pues de lo contrario sería inocua la actuación penal.

 5.3 Delegada del Ministerio Público (No recurrente)

· La Fiscalía en el transcurso del juicio oral pudo probar que de manera amañada Daniel Arturo Castrillón Gómez engañó a la juez 4º  de Familia de Pereira, con la ayuda de su señora madre y de su empleado de confianza, afirmando desconocer por completo la ubicación de la madre del menor C.C.L. y de su familia.
· La planificación de sus testimonios en aquel proceso de familia fue  “maquiavélicamente organizada”, al manifestar bajo juramento que no tenían ningún contacto, ni conocían la ubicación de Sandra Milena López González ni de su familia, con el propósito de lograr que se profiriera la sentencia, que la despojó de su hijo menor.
· En el juicio oral se probó que los testimonios entregados por los condenados, fueron las pruebas contundentes para indicar la falta de comunicación y el presunto abandono de las obligaciones de la señora López para con su hijo, lo que llevó al juzgado 4º de  Familia de Pereira a proferir la decisión que luego fue confirmada por la Sala Civil Familia del TS de esta ciudad.
· El fraude procesal es un delito de mera conducta y para que se estructure no es indispensable que el servidor público haya sido engañado, sino que el medio utilizado tenga la potencialidad suficiente para inducirlo en error, como ocurrió en este caso, donde se provocó el yerro y como consecuencia de éste, el fallo contrario a derecho.

· El  fraude procesal por ser un delito de simple conducta, se consuma con la inducción en error previa la ejecución de actos engañosos que desdibujan la realidad,  sin que sea necesaria la materialización de un perjuicio o de un beneficio.  Sin embargo, en este caso, el señor Daniel Arturo Castrillón Gómez obtuvo el resultado buscado con lo cual se agotó el delito. Solicita que se confirme el fallo recurrido.
5.4 El representante de las víctimas (No recurrente)

· El apoderado de los sentenciados asumió en el recurso, la  retórica propia de una especialista en derecho de familia, pues se limitó a argumentar extensamente sobre la  pérdida y readquisición de la  patria potestad del menor C.C.L. por parte de su progenitora Sandra Milena López González, por lo cual dejó de lado la finalidad del recurso interpuesto, ya que le debía suministrar a la segunda instancia, los elementos de juicio suficientes para  demostrar que los delitos investigados no se presentaron.

· Los  condenados  faltaron a la verdad en sus declaraciones dentro del proceso de privación de la patria potestad,   pues de manera tajante  manifestaron que desconocían el paradero de Sandra Milena López González, cuando realmente tenían pleno conocimiento sobre el mismo, no solamente en el Japón, como fue el caso de Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín, sino que también sabían el domicilio y residencia de la abuela materna del menor C.C.L, señora Amanda González. Lo mismo puede decirse del señor Daniel Arturo Castrillón Gómez, quien fue el determinador no sólo del fraude procesal que se le imputó, sino el de los falsos testimonios que llevaron a la condena de su ascendiente y de su ex empleado.
· Hay que tener en cuenta que desde la presentación de la demanda, se incurrió en el delito de fraude procesal por el que fue condenado el señor Castrillón Gómez, pues fue quien confirió el poder al abogado para que iniciara el proceso verbal sumario de pérdida de patria potestad, quienes al parecer omitieron indicarle al Juez de Familia el domicilio de la parte demandada, de acuerdo con el artículo 446 del C. de P.C., al cual se debió dar cumplimiento ya que los procesados tenían pleno conocimiento de la ubicación no sólo de Sandra Milena López González, sino de sus padres, su hermano y su tío.

· El fin de los autores del hecho era obtener a toda costa una sentencia que le quitara la patria potestad a la madre del menor C.C.L., por lo cual quedó plenamente demostrado en el juicio a través de los diversos medios de prueba practicados,  que los delitos imputados si se cometieron, lo cual no fue controvertido debidamente por el recurrente, por lo cual se demostró debidamente que el fallo mencionado se obtuvo con base en artificios y engaños para inducir en error a la  Juez Cuarto de Familia de Pereira.
· La juez de primera instancia estaba facultada para decretar la nulidad de la sentencia civil que se obtuvo de manera fraudulenta, ya que lo contrario se estaría incurriendo en una actuación irregular, toda vez que no se puede condenar por la comisión de delitos imputados, los que llevaron a que se profiriera el fallo en mención y que tal  decisión quedara incólume.
· En lo relativo a la concesión de la prisión domiciliaria solicitada, ese tema debe ser resuelto por el EPMS,  quien tiene la competencia para otorgar o no dicho beneficio, según los artículos  63 del C.P. y 477 del C. de P.P. Solicita la confirmación de la sentencia de primera instancia.  

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1. Competencia
Esta colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, según a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2. En atención al principio de limitación de la segunda instancia, la Sala abordará el estudio de: i) la responsabilidad de los acusados en la comisión de los hechos que se les imputa, a partir de las pruebas recaudadas en la audiencia de juicio oral; ii) la decisión de dejar sin efecto las sentencias proferidas por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira y por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en relación con el proceso de privación de patria potestad, en el que se demandó a Sandra Milena López González; y iii) lo relacionado con la no concesión de prisión domiciliaria a la señora  Mariela de Jesús Gómez.
Para realizar el estudio de los tópicos propuestos con un orden lógico, se abordará en primer término el estudio de la responsabilidad penal de los procesados. Para el efecto se debe tener en cuenta que la  acusación formulada por una delegada de la Fiscalía General de la Nación versó sobre dos conductas punibles así: i) a Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín se les acusó como coautores del delito de falso testimonio al tenor del artículo 442 del ordenamiento sustantivo penal; y ii) a Daniel Arturo Castrillón Gómez como autor del contra jus  de fraude procesal –art. 453 de la misma obra- y como determinador de falso testimonio.
6.3 Las conductas punibles referidas se encuentran descritas en el Código Penal de la siguiente manera:
“Art. 442. El que en actuación judicial o administrativa, bajo la gravedad del juramento ante autoridad judicial competente, falte a la verdad o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión de seis a doce años”.
“Art. 453. El que por cualquier medio fraudulento induzca en error a un servidor público, para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley, incurrirá en prisión de seis a doce años, multa de doscientos a mil salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco a ocho años.”
6.4 SOBRE LA DEMOSTRACIÓN DE LA EXISTENCIA DE LA CONDUCTA PUNIBLE DE FALSO TESTIMONIO Y LA  RESPONSABILIDAD DE LOS PROCESADOS. 
6.4.1  En lo que atañe a la conducta descrita en el artículo 442 del C.P.  la Sala quiere poner de presente un hecho relevante, relacionado con el principio de necesidad de prueba que se deduce del contenido de los artículos 372 y 381 del CPP, y que en esta caso tiene que ver con la estipulación que hicieron la delegada de la FGN y el defensor de los procesados en el sentido de considerar auténtica la prueba documental allegada por el ente acusador, que iba a ser introducida como parte del informe de investigador de campo que elaboró el funcionario de policía judicial Óscar Mauricio Guzmán Díaz, testigo de la FGN.

Con base en lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 356 del CPP, resulta claro que las partes renunciaron a la controversia probatoria sobre los siguientes hechos que resultan significativos para decidir lo concerniente a la responsabilidad penal de Mariela de Jesús Gómez Castrillón  (en lo sucesivo MJGC); Jorge Olmer Rico Pulgarín (en adelante JORP), y de Daniel Arturo Castrillón Gómez, (DACG) por las conductas  investigadas.
i) Que en la demanda de “terminación del derecho de privación de la patria potestad” sobre el menor C.C.L. que promovió Daniel Arturo Castrillón Gómez contra la señora Sandra Milena López González, la cual fue presentada el 24 de febrero de 2005, y tramitada por el juzgado 4º de Familia de esta ciudad, se citó como sustento fáctico de las normas invocadas por el demandante, que la demandada había incurrido en la causal 2ª del artículo 351 del C.C.: “por abandono total de sus obligaciones en calidad de madre del menor CCL”, y que en el libelo respectivo se citaron como testigos de ese hecho a los procesados MJGC y JORP.

ii) Que el señor JORP rindió testimonio el 13 de octubre de 2005, dentro del citado proceso
, donde hizo referencia a las circunstancias en que había conocido a DACG y Sandra Milena López, padres del menor C.C.L., manifestando que cuando la citada pareja se separó el niño C.C.L. quedó a cargo de su madre, quien luego se fue para un lugar desconocido, quedando el infante bajo el cuidado de su abuela materna  Amanda González y posteriormente bajo la custodia de su padre que era el señor DACG. Al ser interrogado puntualmente sobre la dirección de la señora González, el testigo JORP, dijo que no sabía donde residía y que el padre del menor “siempre es el que ha estado con el niño y prácticamente el niño es de él sólo porque es siempre el que ha visto por él”. 

Por su parte, la señora MJGC abuela paterna del menor C.C.L. declaró igualmente en el citado juicio, el 10 de noviembre de 2005
, e hizo una referencia inicial a los problemas que se presentaron entre su hijo y la señora López por el comportamiento descuidado de la madre del menor; indicando que ésta se había ausentado hacía aproximadamente dos años, que no se enteraron de su viaje, y que no sabía dónde se hallaba por lo cual su hijo DAGC había asumido su cuidado y que en razón de los constantes viajes del señor DAGC, el niño C.C.L. permanecía bajo su custodia. Expuso que la señora López no contribuía para nada con la manutención del infante ya que no existía  ningún  tipo de comunicación con ella y  que no sabía la dirección de los padres de la señora López ya que no los visitaba ni se visitaban.

6.4.2 Con base en la  prueba documental que fue objeto de estipulación se puede deducir inicialmente que las manifestaciones de los testigos antes mencionados estaban dirigidas en principio a sustentar la manifestación hecha por el demandante DACG, en el poder que le confirió al profesional del derecho en el citado proceso, donde  mencionó que "además declaro bajo la gravedad de juramento que desconozco su domicilio”, refiriéndose a la se señora López González
.
Con base en esa manifestación, el despacho de conocimiento ordenó el emplazamiento de la parte demandada en el auto admisorio del libelo
, siendo representada por una curadora ad-litem. 
6.4.3 Ahora bien, como uno de los problemas jurídicos en el asunto que concita la atención de esta Colegiatura, se centra en la responsabilidad que se atribuye a la señora MJGC y al señor JORP, como autores materiales, y al señor DACG como determinador de la conducta punible descrita en el artículo 442 del CPP,  es necesario manifestar que para sustentar la acusación contra los procesados por la conducta de falso testimonio,  la delegada del ente acusador presentó en la audiencia de juicio oral diversas pruebas de carácter testimonial, documental y técnico, las cuales serán examinadas a continuación, para efectos de asignarles el valor probatorio que merezcan en conjunto así:

6.4.3.1 La señora Sandra Milena López González, madre del menor C.C.L., entregó una extensa declaración en el juicio oral
. Los aspectos más relevantes de su testimonio son los siguientes:

i) Sostuvo una relación con DACG desde 1997 hasta el año 2000, dentro de la cual nació el niño C.C.L., el 12 de enero de 2001. Esa relación duró hasta el año 2004, pero se hizo muy difícil por presiones del señor DACG para que viviera con él.

ii) Posteriormente tuvo que regresar al Japón para renovar su visa ya que su hijo mayor es de esa nacionalidad; volvió al país y dejó a su hijo con su abuela Amanda González, ya que debió viajar nuevamente a ese país.
iii) Siempre existió cercanía entre la familia del padre de su hijo y la suya. La señora MJGC es la madre de DAGC, padre de su hijo y reside en la carrera 9ª con calle 9ª esquina de esta ciudad. Las dos familias eran conocidas de toda una vida, ya que sus padres habitaban  una residencia cercana hacía 32 años, donde vivió inicialmente su hijo. 

iv) El padre del menor se ausentaba con frecuencia. El niño no había compartido mucho con su abuela materna, hasta que DAGC se lo quitó y lo llevó a vivir con la señora MJGC.
v) El señor DAGC estaba enterado de que ella iba a viajar al Japón, porque antes de irse se reunió con él y le pidió que le permitiera llevar a su hijo de quien tenía la custodia en ese momento, mientras hacia los trámites para revalidar su visa. El padre del niño no accedió, por lo cual acordaron que el menor se quedaría en la casa de su abuela materna Amanda González García, quien se encargaría de cuidarlo, residente  en la carrera 11 No. 9-26 de esta ciudad, aproximadamente a dos cuadras y media de la casa de MJGC, abuela paterna del menor.
vi) Viajó hacia el Japón  el 14 de junio de 2004, pero en su trayecto estuvo en Argentina, allí se dio cuenta de que DAGC se había llevado al niño, que inicialmente estaba en la casa de su madre Amanda González García, luego de lo cual al padre del menor también se fue del país.
vii)  Para la época de su arribo al país oriental venía sufriendo de un grave problema en su columna, por lo cual debió someterse a un  largo tratamiento en Tokio que la obligó a permanecer en su casa, donde estuvo acompañada de su esposo llamado Alberto Hipólito y de su hijo Futoshi, de  nacionalidad japonesa, lo cual le impidió regresar a Colombia, pese a lo cual trató de mantener la comunicación con su hijo C.C.L. quien para ese entonces ya había sido llevado a la  casa de su abuela paterna a donde lo llamaba aunque a veces no le contestaban, o  se negaban a pasarle el niño con diversos pretextos  y tampoco le entregaban los regalos que le enviaba, aduciendo que el menor no necesitaba nada de ella, lo que hizo que su madre tramitara un ofrecimiento de alimentos ante una Comisaría de Familia donde solicitó que le permitieran llevarse al menor a su casa por días, diligencia a la cual asistió la señora  MJGC. 

viii) Para efectos de comunicarse con su hijo aprovechaba cuando éste era llevado a la casa de su madre, o cuando se lo pasaba la señora Alexandra Quiceno Muñoz, que era la novia del padre de su hijo. Se comunicaba con la señora MJGC, más no con el padre del menor.
ix) Sobre el procesado Jorge Olmar Rico Pulgarín, dijo que esta persona había tenido una relación laboral con ella en una agencia de maderas y que luego fue empleado de la familia Castrillón Gómez en diversos oficios, por lo cual iba a hacer mandados a la casa de la abuela paterna del niño C.C.L., e incluso se encargaba de recoger al menor, que desde que inició su relación con D.A.C.G., el señor J.O.R.P tenía pleno conocimiento de la ubicación de la residencia de la señora Amanda González y luego que se rompiera su relación, el mismo J.O.R.P. se encargaba de llevarle el infante a su padre los fines de semana y de regresarlo donde su abuela. En otros apartes de su declaración manifestó que mientras permaneció en el Japón se  comunicó muchas veces con JORP  quien a veces le pasaba a su hijo y agregó que le había hecho varios favores, sin que éste le hubiera manifestado nada sobre el trámite del proceso de privación de la patria  potestad que se adelantaba en su contra. 
x) La señora López expuso que en el período que duró su ausencia del país por causa de la enfermedad que refirió, su hijo C.C.L. había compartido con los miembros de su familia, aunque la abuela materna era reacia a dejarlo quedara dormir donde su otra abuela. Para el efecto reconoció entre otras una serie de fotografías tomadas en la casa de su madre ubicada en la Carrera 11 No.9-26 de esta ciudad el 23 de agosto de 2004 durante la celebración del cumpleaños de su otro hijo Futoshi; una fotografía de una fiesta de sus sobrinas adonde asistió su hijo del 18 de diciembre de 2005, y una tercera imagen donde el menor aparece al lado de sus abuelos paternos, tomada el 22 de enero de 2005, que fueron admitidas como prueba de la FGN sin oposición de la defensa
. Igualmente expuso que el niño había asistido a esos festejos con el permiso de la su abuela materna y que incluso le mandaron esas fotografías a su madre para que se las reeenviara al Japón, que fue la única manera de obtenerlas, lo que demostraba que si existía comunicación entre las dos familias.
xi) Igualmente manifestó que DACG o sea el padre de su hijo tuvo la oportunidad de comunicarse con ella en el Japón, ya que su  jefe era un amigo de los dos, e incluso le había dicho en una oportunidad que tuvo la forma de hablarle pero que nunca lo hizo.

xii) La señora López hizo referencia a una serie de incidentes que se le presentaron por la tenencia de su hijo, que se suscitaron con su abuela paterna después de su retorno al país, que ocurrió en el mes de agosto de 2006
, y agregó que luego de realizar gestiones ante algunas entidades como la Comisaría de Familia de “Villasantana”, se vino a enterar de que mediante una sentencia judicial le habían  quitado la patria potestad sobre el menor. Expuso que resultaba inconcebible que se hubiera adelantado ese proceso sin notificarla, pese a que el padre del niño y su familia conocían su número de celular, fuera de que llamaba constantemente a MJGC quien además tenía contacto con su señora madre, e incluso había estado con ella en la citada diligencia de conciliación. Manifestó que “todo se había hecho por debajo”, lo que la llevó a presentar la denuncia que interpuso a través de apoderado, la cual reconoció en el juicio
, que fue admitida como prueba. Igualmente hizo referencia a otras actuaciones judiciales y administrativas que se suscitaron con el señor DACG, hasta que éste se llevó a su hijo para España, en el mes de noviembre de 2006.
xiii) Luego de afirmar que el supuesto fáctico de la demanda de privación de la patria potestad era falso, la señora López dijo que  había aportado una relación de una parte las llamadas que hizo con “tarjetas Brastell”, a través de un documento que estaba debidamente apostillado, para efectos de demostrar la serie de llamadas que hizo para hablar con su hijo o para indagar sobre su situación, que fueron hechas al teléfono de la compraventa “Victoria” de la familia Castrillón, donde le contestaba JORP, y a la casa de la abuela paterna de su hijo. La testigo reconoció el documento al cual hizo referencia
, y expuso que se trataba de los números 3258743 de la citada casa de empeño, al cual hizo más de cien llamadas; 3340769  de la casa de la señora MJGC; y el 3240199 que correspondía al lugar de residencia de su madre, lo que daba a entender que tenía contacto a diario y estaba pendiente de las cosas de CCL, que se le facilitaba con su progenitora, ya que al marcar a los otros abonados a veces le negaban a su hijo.

Al continuar con su declaración, la señora López González
 dijo que de acuerdo al documento traducido, las llamadas que allí aparecían  fueron hechas desde que llegó al Japón en el año 2004 hasta su retorno a Colombia que se presentó en el año 2006, ya que así no le pasaran a su hijo llamaba a la compraventa o a la casa de la señora MJGC. La relación de llamadas y el documento traducido fueron incorporadas como prueba. 

xiv) Manifestó que desde el mes de noviembre de 2006 no tenía contacto físico con el menor C.C.L., ya que en el año 2008 regresó al Japón con su esposo y su otro hijo y que esa comunicación era virtual ya que el menor permanecía en España con su padre, quien antes de rendir su declaración en el presente proceso, le había propuesto “que dejara todo” y que regresara a Colombia del todo para entregarle el niño. Igualmente expuso en su redirecto, que solamente había viajado con su hijo  C.C.L. al Japón en una oportunidad, cuando éste tenía tres meses y que en esa oportunidad se alojó en el apartamento de DACG insistiendo en que cuando decidió viajar a ese país en el año  2004, no tenía la intención de quedarse sino de arreglar su  documentación y regresar, porque aquí en Colombia quedaron su otro hijo Futoshi y el menor C.C.L, propósito que no pudo cumplir ya que no estaba en capacidad de costear en Colombia el valor de la operación a que debió someterse para su grave problema de columna, la cual le vinieron a practicar el  27 de  septiembre de 2006 .
6.4.3.2 Las manifestaciones de la denunciante fueron confirmadas con la declaración que entregó su progenitora Amanda González García
. La señora González , expuso en lo esencial,  que desde niña conocía a la señora MJGC, abuela del menor C.C.L. ya que residía en la calle 9ª con carrera 9ª de esta ciudad, ya que su familia tenía una carnicería, agregando que entre su vivienda y la casa de la citada señora había dos cuadras y media.

La testigo en mención fue clara al exponer que incluso en muchas ocasiones visitó la casa de  MJGC, con el fin de llevar al niño C.C.L. y que la misma señora también había estado en su residencia, explicando que al día siguiente de que hija  Sandra Milena se fue para el Japón en el año 2004, porque requería arreglar su documentación en ese país y además se encontraba muy enferma de la columna, el  padre de su nieto envió al señor JORP, quien era empleado del señor DACG, por el niño C.C.L. quien  se quedó viviendo donde su abuela paterna, luego de lo cual empezaron las dificultades para que le permitieran ver al menor, por lo cual debió acudir incluso al mismo JORP, para saber de su situación.

De la declaración entregada por la señora González, se desprende que tuvo trato constante con la procesada MJGC ya que ésta permitió que viera a su nieto en varias oportunidades, siempre condicionada a las órdenes que le daba la citada señora, lo que originaba que la relación con ella no fuera la mejor, fuera de se refería en muy malos términos a su hija, y le decía que iba a controlar el horario de las llamadas que hacía desde el Japón. La testigo reiteró que la señora MJGC tenía conocimiento sobre la ubicación de su residencia, por lo cual el niño C.C.L. pudo estar en su casa en varias celebraciones familiares y que veces enviaba el menor con su empleado JORP,  agregando que su nieto siempre le pedía que lo dejara con ella.
Igualmente expuso que su hija llamaba desde el exterior al niño C.C.L. tanto a su casa como a la de su abuela paterna; que le enviaba regalos y le decía que le comprara los productos para su lonchera, pero que todo lo que enviaban a la casa de la señora MJGC era rechazado, fuera de que la familia del padre del menor tampoco aceptó una oferta que hizo Sandra Milena para brindarle alimentos a su hijo, por lo cual y en razón de la negativa de la señora MJGC frente a su solicitud para que le permitiera llevarse a su nieto para su casa unos días por motivo de sus vacaciones,  la citó ante la  Comisaría de Familia del sector de “Villa Santana” donde compareció MJGC acompañada de un abogado, manifestando que la citada señora le había dicho en esa oportunidad que estaba de acuerdo con las visitas pero que lo de los alimentos lo debía arreglar su hijo, por lo cual no hubo ningún acuerdo, luego de lo cual sólo le permitieron ver al niño unas tres veces más. 

La señora González expuso que MJGC nunca la enteró sobre el proceso de privación de patria potestad que promovió el padre del niño C.C.L. contra su hija Sandra Milena, de cuyo resultado sólo se vino a enterar luego de que su descendiente regresó al país, en el mes de agosto de 2006, cuando les informaron que los derechos sobre el niño los tenía su padre DACG, quien luego se lo llevó para España. 
6.4.3.3 Se debe tener en cuenta que las manifestaciones de la señora González sobre la comunicación que sostenía con la otra abuela del menor, fueron confirmadas con el testimonio de su hermano Alberto González García
, quien dijo conocer a señora MJGC desde hacía cerca de 30 años,  ya que su familia vivió cerca de ella, agregando que la mencionada dama tenía una carnicería, y habitaba en la  9ª con carrera 9ª de esta ciudad, a unas 6 cuadras de una panadería de su propiedad, y que su hermana Amanda llevaba entre 35 a 40 años viviendo en la  carrera 11 con calle. El citado testigo dijo que la señora MJGC le permitía llevar al niño C.C.L. a su negocio y que en ocasiones el menor era reclamado por JORP. Igualmente manifestó que Amanda tenía contacto con el niño ya que a veces lo llamaba para pedirle el favor de que fuera por él a la casa de  la señora MJGC,  quien al igual que su hijo DAGC sabía dónde vivía su hermana, ya que entre las dos viviendas había una distancia de tres cuadras y media. 

El testigo González manifestó que su sobrina Sandra trataba de mantener contacto con el niño desde el Japón y que ella misma le informaba que muchas veces se lo negaban y que su abuela paterna en ocasiones no recibía los presentes que ella le  enviaba.
6.4.3.4 Del mismo modo se obtuvieron otros testimonios sobre los mismos hechos, como el que entregó Jhon Omar López González, hermano de la denunciante
. Ese testigo expuso que el procesado DAGC siempre supo donde se encontraba Sandra Milena porque en los últimos días se dedicó a asediarla, y sabía todo de ella, manifestando que Sandra lo enteró sobre esa situación de acoso. Igualmente hizo referencia al contacto permanente que tenía su madre con la señora MJGC, por su calidad de abuelas del menor C.C.L. y manifestó que Sandra Milena se vio obligada a viajar al Japón a mediados del año 2004, ya que no tenía residencia permanente en ese país y además iba a ser tratada allí por una enfermedad que tenía en su columna. En otros apartes de su declaración expuso que su hermana siempre estuvo pendiente de la situación de su hijo C.C.L., lo cual pudo advertir directamente, ya que ese mismo año viajó a ese país a llevar a su sobrino mayor Futoshi, ya que ella no podía regresar a Colombia por sus problemas de salud, señalando que a veces no les  pasaban al niño o les tocaba llamar a la compraventa donde les contestaba JORP. Agregó que en otras ocasiones la señora MJCG permitía que el niño fuera la casa de su abuela materna, o autorizaba que compartiera celebraciones familiares con ellos.
En lo relativo a la conducta de su hermana frente al menor C.C.L.,  expuso que siempre estaba pendiente del niño, y que el proceso de privación de la patria potestad sobre el menor se adelantó a sus espaldas  mientras permaneció en el Japón, ya que el padre de su sobrino nunca le informó sobre esa actuación, al tiempo que su hermana tuvo una estadía larga en ese país, por sus problemas de salud, para lo cual debía consumir unos medicamentos que la mantenían “dopada” y que por la gravedad de su padecimiento la tuvieron que operar, por lo cual al regresar a Colombia no estaba informada sobre el citado proceso. 
6.4.3.5 Igualmente se recibieron otros testimonios como los de Olga Lucía Restrepo Correal
, y Zoraida Gallego Bermúdez, que en lo esencial se centraron en la relación que existía entre las abuelas del menor C.C.L., luego de la salida de su madre del país y en la comunicación constante que la denunciante trataba de tener con su hijo desde el Japón cuando este residía en la casa de la señora MJGC. 

6.4.3.6 A su vez la Sala debe hacer mención de unas actuaciones que se presentaron antes de que fuera promovida la demanda de privación de la patria potestad del menor C.C.L. contra la señora Sandra Milena López González, que confirman las manifestaciones de la señora Amanda González, sobre el ofrecimiento que hizo de suministrar alimentos a su nieto, sobre lo cual se obtuvo la declaración de la Dra. Rosa Elena Calimán Pabón, quien dijo haberse desempeñado como Comisaria de Familia del sector de “Villa Santana”
. A la citada testigo se le puso de presente un documento de fecha 18 de julio de 2005 
   el cual reconoció para efectos de demostrar que se intentó una conciliación a instancias de la abuela materna del menor C.C.L., sobre un ofrecimiento de alimentos y regulación de visitas, quien indicó que la persona requerida fue la señora MJGC, abuela paterna del niño. 

6.4.3.7 Por su parte la Dra. Yadira Eugenia Ramírez, abogada de la Secretaría Jurídica del Municipio de Pereira
, dijo haber trabajado en la citada Comisaría de Familia, donde le correspondía tramitar lo concerniente al área legal como solicitudes de alimentos de custodias y visitas, y casos relacionados con violencia intrafamiliar; quien hizo referencia a un documento que se le exhibió en el juicio
 y manifestó que se trataba de una solicitud de regulación de visitas del menor C.C.L., que había presentado la señora Amanda González y que la audiencia se celebró el 18 de julio de 2005, sin que se hubiera logrado un acuerdo. Igualmente hizo mención a una valoración psicológica de la cual hizo referencia la psicóloga Isabel Cristina Salazar Tobón, adscrita  a la misma Comisaría
, quien dijo que había intervenido en un proceso de  regulación de visitas, donde la solicitante era la señora Amanda González y la requerida era la otra abuela del menor C.C.L., quien expuso que la señora MJGC había adoptado una actitud conciliadora, ya que aceptaba que la señora Amanda tenía derecho a ver a su nieto, pero que a raíz del comportamiento que adoptaba el menor luego de hablar con su madre, no le permitía esas visitas como castigo por su conducta. La citada profesional reconoció el documento relacionado con esos hechos que le fue exhibido como prueba.

6.4.3.8 Por su parte el investigador del CTI, Óscar Mauricio Guzmán Díaz
, manifestó que había intervenido en el caso en cumplimiento de un programa metodológico, por lo cual realizó varias actividades plasmadas en el informe de investigador.  

En lo que interesa a la presente decisión, el citado funcionario reconoció los documentos  que hicieron parte de su informe
 , de los cuales los más relevantes vienen a ser: i) los registros de llamadas entradas y salientes de los abonados telefónicos de la madre de Sandra Milena López y de la procesada MJGC; y ii) las copias del proceso de privación de la patria potestad que se adelantó contra la citada señora en el Juzgado 4º de familia de esta ciudad, prueba documental que fue objeto de estipulación entre las partes, como se explicó en el apartado 6.4.1º

El señor Guzmán expuso que con respecto a los abonados telefónicos se solicitó verificación de los existentes en la compraventa “Victoria”; en la casa de la procesada MJGC y en la residencia de la señora Amanda González, abuela materna del menor C.C.L., actuación que tuvo control previo y posterior de un juez con función de control de garantías, en lo relativo a la solicitud que se hizo inicialmente a las Empresas Públicas de Pereira para que certificaran donde estaban situados varios teléfonos, con lo cual se comprobó que el número 3240199 estaba ubicado en la cra. 10 No. 15-30 de esta ciudad (que se entiende corresponde a la casa de la señora  Amanda González); que el abonado 3440769 estaba a nombre de la señora MJGC, situado en la calle 9ª No. 9-10, apartamento No.1;  y que el tercer  abonado que era el número 3258743, figuraba a nombre de la misma dama, instalado en la cra. 9 No. 9-07.
El investigador Guzmán proyectó un CD con la relación de llamadas entrantes y salientes de esos teléfonos en los años 2005 y 2006, indicando que se había hecho un estudio a las tres líneas referidas y que según el consolidado de los cruces de llamadas: i) de la casa de la señora Amanda González, abonado No. 3240199 se realizaron 68 llamadas al número 3340769 situado en la casa de la  señora MJCG, de marzo a diciembre de 2005: ii) para los meses enero a julio de 2006 del abonado 3240199 al abonado 3340769 se realizaron 68 llamadas;  y iii) en los meses de marzo a diciembre de 2005 del abonado ubicado en la casa de la señora MJGC salieron 63 llamadas a la casa de  Amanda González y de la compraventa 5 llamadas a la casa de la misma señora; iv) en el período transcurrido entre julio a enero de 2006 de la casa de MJGC a la de la señora Amanda se efectuaron  100  llamadas y de la residencia de esta última a la compraventa de la procesada se hicieron 5 llamadas. 

Explicó que las llamadas que aparecían correspondían a las que se hicieron en los meses de marzo a diciembre de 2005 y de enero a julio de 2006, y que esa autorización estuvo precedida de una orden judicial que se solicitó ante un juez con función de control de  garantías,  una vez se obtuvo la información. 

Debe recordarse igualmente que en medio de la declaración del investigador Guzmán, la delegada de la FGN y el defensor estipularon lo relativo a la prueba documental correspondiente a las copias del proceso de privación de la patria potestad que se adelantó en el juzgado 4º de Familia de esta ciudad en contra de la señora Sandra Milena López González.

6.4.3.9 De otro lado, en el juicio rindió declaración el señor Carlos Alberto Varón Silva, topógrafo adscrito al CTI 
, quien reconoció un documento relacionado con un dibujo topográfico que se hizo en la 9 entre carreras 9 y 11 de esta ciudad,  que  fue proyectado en medio de su exposición, donde explicó que para apoyar las labores que efectuaba el investigador Óscar Mauricio Guzmán, se hizo una ubicación planimétrica de la casa y la compraventa de la señora MJGC y la residencia de la señora Amanda Gonzalez, para establecer la distancia existente entre estos inmuebles. Para el efecto se exhibió un plano que  indicaba que la distancia entre esos predios y la casa de la señora González era de 212 metros, equivalentes a dos cuadras y media. Ese informe y el plano respectivo fueron admitidos sin oposición de la defensa.
 Por su parte la técnica Claudia Lorena Caro Sánchez
 se refirió al apoyo que prestó a la citada diligencia que incluyo la elaboración de un álbum fotográfico que fue proyectado en la sesión respectiva del juicio oral y se admitió como prueba de la FGN
 y expuso que entre los inmuebles referidos existía un recorrido de 2 cuadras y media, indicando en su redirecto que tomó las imágenes, con base en la información que le suministró la víctima. 
6.4.3.10 El único testigo que presentó la defensa fue el procesado Jorge Olmar Rico Pulgarín
, quien expuso que había rendido una  declaración bajo juramento ante un juez de familia, cinco o seis años antes, donde le preguntaron si sabía dónde vivía la Sandra Milena López a lo cual respondió negativamente porque no tenía esa información. El testigo aclaró que llevaba al niño C.C.L. hijo de la misma Sandra y de DAGC a la casa de la madre de la señora López.
Al ser contrainterrogado dijo que la residencia de la señora Amanda González, estaba situada a dos o tres cuadras de la compraventa “Victoria”. Al responder una  pregunta de la delegada del Ministerio Público, el señor JORP manifestó que recogía al menor C.C.L. para llevarlo a donde su abuela MJGC y que se limitaba a obedecer órdenes en ese sentido, sin preguntar quién vivía en la casa de la señora Amanda, llevando el niño de una residencia a la otra,  labor que realizó durante dos o tres años, luego de lo cual regresaba a su trabajo.
Frente al interrogatorio que le formuló la juez de conocimiento en el sentido de porqué había dicho en el proceso de privación de la patria potestad que no sabía dónde vivía la señora Amanda González, el procesado JORP expuso que solamente la habían preguntado si sabía dónde vivía Sandra López González pero no sobre la señora Amanda y eso fue lo que entendió. Expuso que en su declaración había manifestado que la madre de Sandra residía a dos o tres cuadras que era lo mismo que estaba expresando en su declaración. Se le dio lectura al testimonio que rindió en el juicio tramitado ante el juzgado 4º de Familia de esta ciudad donde expuso que luego de que se separaran los padres del menor C.L.L. el niño había quedado con la mamá de Sandra Milena (Amanda González) y que no sabía cuál era su lugar de residencia, y manifestó que lo que había querido decir era que no conocía dónde residía Sandra, mas no su progenitora, pero que no habían entendido su declaración.
6.4.4 Con base en la síntesis de la prueba relevante  que se practicó en el proceso penal se hacen las siguientes consideraciones sobre la existencia de las conductas punibles sobre las cuales versó la acusación y la responsabilidad de los acusados Daniel Arturo Castrillón Gómez, Mariela de Jesús Gómez de Castrillón y Jorge Olmar Rico Pulgarín.

6.5 SOBRE LA CONDUCTA DE FALSO TESTIMONIO POR LA QUE FUERON ACUSADOS MARIELA DE J. GÓMEZ CASTRILLÓN, JORGE OLMAR RICO PULGARÍN Y DANIEL ARTURO CASTRILLÓN GÓMEZ. 
6.5.1 La prueba testimonial practicada en el juicio a instancias de la FGN, específicamente las declaraciones de Sandra Milena López González, Amanda González García, Alberto González García, Jhon Omar López González y Zoraida Gallego Bermúdez, demuestra claramente los siguientes hechos:

i) Cuando Sandra Milena  López González viajó al Japón en el mes de junio de 2004, dejó a su hijo C.C.L., bajo el cuidado y protección de su señora madre, doña Amanda González, es decir en el domicilio en el  cual la familia López González había vivido desde al menos 30 años atrás.

ii) Para ese entonces ya se había terminado la relación de pareja entre la señora López y el señor  DACG, padres del menor C.C.L. 

iii) Luego del viaje de la señora López,  el señor DAGC padre del menor C.C.L., envió a su empleado JORP a la casa de la señora Amanda González, abuela materna paterna del citado menor, para que recogiera el niño y desde ese momento el infante quedó ubicado en la residencia de su abuela  paterna MJGC y a su cargo.
iv) Con la prueba testimonial y documental examinada se demostró que desde el retiro del menor de la casa de la señora Amanda González,  se empezó a hacer difícil la interacción del infante C.C.L., con su familia materna y su progenitora, en la medida en que pese a las constantes  llamadas que Sandra Milena López González hacia a la casa de la señora MJCG o a la compraventa de propiedad de esa familia, se empezaron a interponer obstáculos para impedir que la señora López se comunicara con su hijo, ya que en ocasiones le decían que no se  encontraba, o simplemente no se lo pasaban,  fuera de que la señora MJCG solía devolver los regalos que le enviaba, e incluso no mostró interés en una solicitud de regulación de  visitas y una oferta alimentaria que hizo la abuela materna del niño.

v.) Se comprobó igualmente con la prueba practicada en el juicio, que pese a esa situación no se rompió del todo la comunicación entre las dos familias  que estaba mediatizada por las abuelas del menor, en lo relativo a la situación del niño C.C.L., ya que tampoco era constante la presencia del padre del niño.

Sobre ese punto hay que manifestar que esa situación afectaba notoriamente a la madre y la abuela del menor, ya que esta última podía permanecer muy poco tiempo con su nieto, pues debía someterse a las exigencias de la señora MJGC, quien tenía al niño bajo su custodia y por ende estaba en capacidad de limitar la comunicación de éste con su madre y su abuela.

vi)  La  prueba practicada demuestra que pese a que la regla general era la actitud intransigente de MJGC abuela materna del menor, en algunas oportunidades la familia materna del niño C.C.L. pudo compartir con éste algunas celebraciones familiares que hicieron luego del viaje de su madre al Japón e incluso ir a la casa de su abuela materna, cuando ya se encontraba bajo la férula de la acusada. Para demostrar este hecho se cuenta con las fotografías que fueron incorporadas como prueba en el juicio, en las que se observa al mencionado chaval festejando el cumpleaños número 9 de su hermano medio el 23 de agosto de 2004, en la casa de la señora Amanda González; en el cumpleaños de una de sus primas celebrado el 22 de enero de 2005; en otro convite de niños realizado el 18 de diciembre de 2005, y en otra imagen fotograbada, donde aparece acompañado por su abuela materna, en el mes de enero de 2006.
vii) Con el traductor oficial José David González Villada se logró claridad en cuanto al historial de llamadas que hizo la madre del menor desde el Japón usando tarjetas de la firma Brastell CO., documento que fue autenticado ante el Notario de la oficina de asuntos legales de Tokio Makazu Ikeda, que se introdujo como prueba del ente acusador, en el que se registran una serie de llamadas efectuadas desde el país oriental a los teléfonos instalados en la vivienda de la señora Amanda González García; de la acusada MJGC, e incluso a la compraventa “Victoria”, negocio de propiedad de la familia Gómez Castrillón.
 Todas estas llamadas telefónicas se efectuaron a través de tarjetas de la citada compañía en el período comprendido entre el 1º de agosto de 2004 hasta el 28 de febrero de 2006, lo que a no dudarlo constituye en una prueba más, de que a pesar de las dificultades que se le presentaron por la actitud reticente de la procesada MJGC, la señora Sandra Milena López González trató en lo posible de mantener contacto con su hijo  C.C.L, lo cual fue corroborado en el juicio por sus familiares más cercanos, lo que demuestra que  en  ningún momento dejó a un lado sus obligaciones filiales para con su hijo C.C.L. que intentó cumplir de esa manera, ante la grave situación de salud que se le presentó, que le impidió su pronto regreso a Colombia, situación que no fue controvertida por la defensa.
Además se debe anotar  que a través del informe que se introdujo con el  investigador Óscar Mauricio Guzmán Díaz, se demostró que ese contacto telefónico fue sostenido a través del tiempo, no sólo por Sandra Milena López González, sino también por su madre, lo que se comprobó con la gran cantidad de llamadas que se cruzaron de los teléfonos ubicados en las viviendas de las abuelas de C.C.L. y la compraventa “Victoria” de la acusada MJGC, lo que indica de forma fehaciente,  que los lazos familiares entre el citado niño y su familia materna no se interrumpieron de manera abrupta, sino que permanecieron durante todo el tiempo en que la señora López González se encontró en el Japón.
A lo anterior se debe agregar que se comprobó que antes de que se le recibiera declaración a la señora MJGC y al señor JORP dentro del proceso de privación  de la patria potestad que inició el procesado DACG, contra la señora Sandra Milena López
, se había presentado una solicitud por parte de la señora  Amanda González García, abuela materna del menor C.C.L. de fecha 5 de julio de 2005, ante la Comisaría de Familia Nororiental, relativa a un trámite de regulación de alimentos y visitas, lo cual se acreditó con la prueba documental y testimonial proveniente de las funcionarias de esa entidad que intervinieron en esa actuación.
6.5.2 En ese orden de ideas resulta claro que no era cierto el fundamento fáctico de la demanda de privación de la patria potestad que presentó el apoderado del señor DAGC contra Sandra Milena López, que de acuerdo al hecho 4º de ese libelo se sustentaba en que la demandada  hacía un año que había abandonado su hogar y todas las obligaciones filiales que tenía con su hijo C.C.L., el cual fue usado para  invocar la aplicación del numeral 2º del artículo 315 del Código Civil, hechos  que resultaron ser falsos, ya que se comprobó en el juicio que el padre del menor tenía conocimiento del viaje de la señora López, hasta el punto que esta le pidió que le permitiera llevarse a su hijo C.C.L., lo que indica que no existió ningún ánimo de su parte para abandonar al infante y ante la negativa del señor DAGC, convinieron que el niño quedaría bajo el cuidado de su abuela materna, compromiso que no fue cumplido por éste, quien al día siguiente del viaje de la señora López envió por el niño que desde entonces quedó bajo el cuidado de su abuela materna. 
Además la demanda en mención fue presentada el 24 de febrero de 2005 y la señora López viajo el Japón el 14 de junio de 2004, lo que indica que no había transcurrido un año desde el presunto estado de desamparo de su hijo y adicionalmente cabe anotar que igualmente resultó ser falso que no se  tuviera ningún dato sobre su ubicación en el Japón, ya que se demostró que hacía constantes llamadas a la casa de su madre y a la residencia y la compraventa de la abuela paterna del menor, por lo cual nada le impedía al señor DAGC obtener información a través de ellas, para establecer la dirección de la señora López en el Japón, pese a lo cual se mintió en el factum de la demanda de privación de la patria potestad sobre ese punto, al indicar que se desconocía totalmente la ubicación de la señora López. 
6.5.3 De otra parte no se entiende cómo se pudo llegar a predicar el total abandono del menor C.C.L. no sólo por parte de su progenitora, sino de su familia materna, ya que antes de que rindieran declaración los procesados MJGC y JORP en  el juzgado 4 de Familia,  la abuela materna del niño ya había solicitado la práctica de una diligencia de regulación de visitas y suministro de alimentos para el menor C.C.L. para lo cual mencionó de manera explícita lo siguiente el 5 de julio de 2005, en la solicitud que presentó ante la Comisaría de Familia de Villasantana: “... yo necesito que me dejen que el niño pase parte del tiempo en mi casa, que pueda quedarse en mi casa un fin de semana, que tenga más trato con mi familia, con esto me conformo y que me deje darle cosas al niño, yo llamo y siempre me contestan que está dormido y ahora último no contestan…”
. 
Conforme a lo anterior, resulta de vital importancia recalcar que el trámite del proceso de privación de patria potestad se inició con la presentación de la demanda el 24 de febrero de 2005 y culminó con sentencia de primera instancia de fecha 23 de marzo de 2006, aduciendo como causal de privación de la patria potestad que la señora López había abandonado totalmente a su hijo, lo cual no era cierto, ya que se comprobó que a  pesar de encontrarse en el exterior la madre de C.C.L. trataba denodadamente de mantener contacto telefónico con el menor, o de lograr que al menos  la  señora MJGC accediera a que el niño tuviera la posibilidad de compartir con sus abuelos maternos,  para de esa forma enterarse de los pormenores de su crianza y  su estado.
6.5.4 Con base en estas consideraciones previas y al examinar la declaración rendida por el señor JORP el 13 de octubre de 2005, ante el juzgado 4º de Familia de esta ciudad, dentro del mencionado proceso de privación de la patria potestad, no queda duda de que el citado testigo faltó a la verdad cuando afirmó lo siguiente: “…cuando ellos se separaron el  niño (C.C.L.) estaba de brazos, iba a cumplir un año, el niño quedó primero con la mamá, con SANDRA MILENA, después ella se fue no se para dónde y el niño quedó con la mamá de ella de nombre Amanda, no sé dónde vive; siempre Daniel veía por él, por el servicio médico y todo lo del niño, cuando vivía con la mamá de ella no sé dónde vivía, Daniel era el que me comentaba, luego Daniel fue por el niño, como a los dos o tres meses de que la mamá se había ido entonces como Daniel ya estaba viviendo con la mamá de él, se lo llevó a vivir con él, vivieron un poquito más de un año (…) Daniel siempre me cuenta y la mamá de Daniel siempre me dice que Sandra nunca llama al niño. PREGUNTADO: sabe usted si la señora SANDRA MILENA LÓPEZ GONZÁLEZ visita y/o tiene alguna clase de comunicación con su menor hijo C. L. y/o con el padre de éste. Caso afirmativo con que frecuencia. CONTESTO: pues que lo visite no, porque ella no está  por acá y que lo llame no lo sé porque yo no vivo con ellos, entonces no sé si lo llamará. PREGUNTADO: Conoce usted la familia de la señora SANDRA MILENA LÓPEZ GONZÁLEZ, caso positivo se servirá informar en dónde se ubican. CONTESTO: no, yo sé que la mamá de ella se llama Amanda, pero no sé dónde vive. A renglón seguido se encuentra la firma impuesta en la declaración, por el señor JORP.
 
Se afirma lo anterior porque la prueba practicada en el juicio enseña una realidad totalmente diferente, incluso confirmada con la declaración que entregó el mismo ciudadano durante el juicio oral, en el sentido de que siempre tuvo conocimiento del lugar de residencia de la familia de la señora Sandra Milena López González, pues al ser trabajador de la compraventa de propiedad de la familia del  señor Castrillón Gómez, en varias ocasiones se desplazó hasta la residencia de doña Amanda González para hacer mandados, recoger y llevar documentos, e incluso llevar y traer al niño C.C.L., cuando se le permitía compartir con su familia de línea materna, fuera de algunos años atrás no sólo se encontró bajo la subordinación de Castrillón Gómez, sino de la misma Sandra Milena, al haber laborado a sus órdenes en una agencia de maderas, por lo cual todas las pruebas son convergentes para demostrar que éste mintió en la declaración que entregó bajo juramento ante el juez 4º de Familia de esta ciudad, al manifestar que desconocía el lugar de residencia de la señora Amanda González García.
Lo dicho por este procesado en la audiencia de juicio oral, no tiene mayor poder de convicción, ya que trató de enmendar la plana manifestando que  había  llevado varias veces al hijo de Sandra Milena López a una casa en donde lo entregaba sin preguntar quién vivía allí, y que lo recogía nuevamente en ese lugar para devolverlo a la señora MJGC, pero luego se contradijo, exponiendo que sabía que la casa de doña Amanda quedaba como a dos o tres cuadras de la compraventa de la señora MJGC. Fuera de lo anterior, al ser requerido por la juez de conocimiento sobre la razón por la cual había manifestado bajo juramento en el juicio de privación de la patria potestad, que no  conocía en donde vivía la señora Amanda, el señor JORP se limitó a explicar que lo que quiso decir en esa oportunidad era que no sabía donde residía la señora Sandra López y que seguramente su respuesta fue mal entendida, sin que pueda atenderse a esa manifestación, ya que como se expuso anteriormente, en la declaración rendida en el proceso que se adelantó contra la madre del menor C.C.L. aseveró bajo juramento que desconocía la dirección de la señora Amanda González, y acto seguido firmó su declaración a entera conformidad. En consecuencia se puede  afirmar más allá de toda duda, que el procesado JORP  faltó a la verdad en una actuación judicial bajo la gravedad de juramento, y por lo tanto debe ser declarado penalmente responsable por la comisión del ilícito de falso testimonio descrito y sancionado por el artículo 442 del Código Penal.
6.5.5  En lo concerniente a la situación de  MJGC, se pueden hacer consideraciones similares frente a su responsabilidad por el delito en mención,  ya que a pesar de que toda la evidencia enseña que Sandra Milena López González intentó por todos los medios que tuvo a su alcance mantener una continua y fluida comunicación con su hijo C.C.L., a través de llamadas telefónicas, y el envío de presentes y trató de preservar el contacto entre el niño y sus abuelos maternos, el 10 de  noviembre de 2005 la señora MJGC, pese a ser advertida de que iba a declarar bajo la gravedad de juramento, manifestó lo siguiente: “..PREGUNTADA: sírvase decirnos quién tiene el cuidado personal del menor C.C.L., desde el momento en que su madre se ausentó. CONTESTO: cuando la madre se ausentó, el padre del niño se dio cuenta y lo llevó para mi casa, como en ese tiempo vivía allá, o vive ahí, porque ahí está el niño y yo, cuando él no está en el país el niño permanece conmigo; el niño normalmente permanece en mi casa, pero cuando él, o sea Daniel está acá en la ciudad o en el país está con él y con su pareja que se llama Alexandra Quiceno. PREGUNTADA: Díganos si la señora SANDRA MILENA LÓPEZ GONZÁLEZ contribuye de alguna manera para el sostenimiento de su hijo C.C.L. CONTESTO: No, para nada, con ella no hay ningún tipo de comunicación entonces cómo va a contribuir (…) con Carlos hace mucho tiempo lo llamó, no recuerdo cuando, y no ha vuelto a tener comunicación y con el papá de niño no sé, él no me ha comentado nada, no tengo conocimiento”.
 
Sobre esa declaración hay que decir que la señora MJGC estaba inequívocamente encaminada a sustentar el fundamento de la demanda de privación de la patria potestad, aduciendo la salida intempestiva del país de la madre de su  nieto,  al usar la expresión “se ausentó”, que resultó determinante no sólo para justificar el emplazamiento de la demandada, que finalmente fue representada en el proceso por una curadora ad litem,  sino para probar ante el juez 4º de Familia de esta ciudad el supuesto estado de abandono del menor C.C.L. que se invocaba en la demanda en mención, cuando lo real es que en el juicio se demostró que el señor DAGC conoció los motivos que llevaron a la madre del menor a viajar al Japón, e incluso acordó con ella que el niño quedaría en manos de su abuela materna.

La acusada faltó igualmente a la verdad al manifestar que durante su ausencia del país de Sandra Milena López González, sólo se comunicó en una oportunidad con su hijo, pues como ya se analizó en precedencia, lo real es que la señora López realizó ingentes esfuerzos para estar en contacto con su vástago, a pesar de los obstáculos que le pusieron  en muchas ocasiones la señora  MJGC y del padre de su hijo. Además la procesada consignó una falsedad adicional en su declaración,  al decir que de parte de la señora López no existía ninguna contribución hacia el menor, lo cual resulta desvirtuado con lo ocurrido en la fallida audiencia de conciliación que se hizo el 5 de julio de 2005, ante la Comisaría de Familia del sector de “Villa Santana”, donde se hizo la oferta de alimentos para el infante por parte de su abuela materna, hecho anterior a la declaración que rindió la señora MJGC el 10 de noviembre de 2005 ante el  juzgado 4º de Familia de esta ciudad.

Ahora bien, de acuerdo con la proposición fáctica presentada por la FGN en su escrito de acusación, MJGC y JORP faltaron a la verdad en las declaraciones que rindieron bajo la gravedad del juramento ante el juez 4º de Familia de Pereira, dentro del proceso de privación de la patria potestad que promovió el señor DACG padre del C.C.L., contra la señora Sandra Milena López González, situación que se acreditó en el proceso penal de la forma antes expuesta. En ese sentido y en lo que atañe a la responsabilidad de estos procesados como autores de la  conducta descrita en el artículo 442 del C.P. la Sala quiere poner de presente un hecho muy relevante, en relación con el principio de necesidad de prueba que se deduce del contenido de los artículos 372 y 381 del CPP, y que en este caso se relaciona con la estipulación que hicieron la delegada de la  FGN y el defensor de los procesados en el sentido de considerar auténtica la prueba documental allegada por el ente acusador, que iba ser introducida como parte del informe de investigador de campo que elaboró el funcionario de policía judicial   Oscar Mauricio Guzmán Díaz, testigo de la FGN.

6.5.6 En ese sentido, y con base en lo  dispuesto en el numeral 4º del artículo 356 del CPP, se entiende que las partes renunciaron a la controversia probatoria sobre el contenido de las declaraciones que entregaron la señora MJGC, abuela del menor C.C.L. y el señor JORP, empleado de su familia , que resultaron determinantes para sustentar las pretensiones del señor DACG de privar de la patria potestad a la madre de su hijo, ya que en la demanda respectiva se invocó como sustento fáctico de las normas invocadas por el accionante, el hecho de que la  demandada había incurrido en la causal 2ª del artículo 315 del C.C.: “sobre abandono total de sus obligaciones en calidad de madre”, y en el mismo libelo se citaron como testigos de ese hecho, entre otros a los procesados MJGC y JORP.
  

Se debe tener en cuenta además que la declaración de la acusada MJGC, sirvió de sustento a la manifestación hecha por el demandante DACG, en el poder que le confirió al profesional del derecho que lo representó en el citado proceso, donde  mencionó que "además declaro bajo la gravedad de juramento que desconozco su domicilio”, refiriéndose a la madre de su hijo
, con base en la cual el  despacho de conocimiento ordenó el emplazamiento de la parte demandada en el auto admisorio del libelo
, y posteriormente se dio posesión a la Dra. Ima Xiomara Cardona Molina, como curadora ad-litem de la señora López
 quien en ejercicio de su cargo dio respuesta a la demanda formulada
. 

6.5.7 Ahora bien, se debe tener en cuenta que estas manifestaciones tuvieron injerencia no solamente en lo relativo a la orden de  emplazamiento de la señora López González, lo que la privó de ejercer sus derechos de defensa y de contradicción dentro del proceso de privación de la patria potestad que se adelantó en su contra, sino también en las consideraciones de la sentencia que se dictó el 23 de marzo de 2006, por parte del juzgado 4º de Familia de esta ciudad, en la cual se privó a la demandada Sandra Milena López González del ejercicio de la  patria potestad que ejercía sobre su descendiente C.C.L., que fue establecida de manera exclusiva en favor del señor DACG. Para el efecto se debe tener en cuenta que en la citada decisión se consideró lo  siguiente: 

i) Que la prueba testimonial practicada demostraba la ausencia de la señora López González, desde hacía de un año, sin que se conociera su paradero y por ello en el fallo de primer grado se dijo: i) “…situación que encuentra amplia validación en la abuela paterna del menor, quien ha convivido durante todo este tiempo con el niño y quien manifiesta que durante este (sic) la madre no ha tenido contacto alguno con el  infante”…la prueba testimonial en conjunto lleva al despacho al convencimiento del abandono total del niño C.C.L por parte de su madre…”;  y ii) “…El caudal probatorio permite sin lugar a dudas, proclamar con firmeza, que ha quedado diáfanamente probado que la demandada abandonó a su menor hijo en todos los aspectos, físico, económico y moral, sin que medie justificación alguna para sustraerse al cumplimiento de sus obligaciones parentales, toda vez que nada legitima su actuación, al dejar al menor al cuidado de la abuela materna, sin que posteriormente ante la reclamación y obtención de la custodia por parte del padre hiciera manifestación alguna, cortando todo tipo de comunicación con su hijo; máxime en la actualidad, en donde gracias a los grandes avances tecnológicos se cuenta con muchos medios para mantener permanente contacto con los seres queridos, entre ellos gran versatilidad de medios orales (telefónicos, radiocomunicaciones, conferencias vía internet) y escritos (carta, telegrama, chat vía internet etc). Además del abandono, se cuenta con el indicio grave en su contra, que surge del hecho de haber sido emplazada y no presentarse al proceso, hecho que sin lugar a dudas da cuenta del interés, no solo por las resultas de este proceso, sino también por la suerte de su menor hijo”.

Por su parte la Sala Civil Familia de este Tribunal, al surtir el grado jurisdiccional de consulta, dictó sentencia el 20 de junio de 2006, donde  se confirmó el fallo de primer grado dictado por el juzgado 4º de Familia de Pereira
. Al examinar los fundamentos de esa decisión, se observa que se otorgó especial credibilidad a las manifestaciones de la señora MAGC y del señor JORP y para el efecto se expuso  lo siguiente:

“(…)De tales testimonios, el de la señora  Mariela Gómez de Castrillón resulta de especial interés, pues ella, abuela paterna del menor en cuyo interés se promueve la acción, es quien ha atendido su cuidado personal desde cuando la madre lo abandonó, pues a su casa fue llevado por su padre hace aproximadamente dos años, sin que desde entonces la madre haya atendido los deberes que frente a su hijo tiene, pues con él no tiene ninguna clase de comunicación…”. En la misma providencia se dijo que se otorgaba especial credibilidad a lo manifestado por los testigos Jorge Olmar Rico Pulgarín y Alexandra Quiceno Muñoz en lo relativo a la conducta de abandono del menor C.C.L. que se le atribuyó a la señora Sandra Milena López González, sobre la cual además existía  además   hecho indicante como su ausencia del proceso.

6.5.8 Como quiera que en el presente caso la FGN también presentó acusación contra DACG, padre del menor C.C.L., como determinador del ilícito de falso testimonio en que incurrieron su madre MJGC y su empleado JORP, es preciso recordar que según el  artículo 30 del CP., en la conducta punible pueden concurrir tanto los autores como los partícipes. Por ello el inciso 2º de esa norma dispone que: “Quien determine a otro a realizar la conducta antijurídica incurrirá en la pena prevista para la infracción”. Sobre el concepto jurídico de “determinador”, la SP de la CSJ, ha expuesto lo siguiente: 
“…Recuérdese que el determinador, como lo ha dicho la Corte desde antaño, es la persona que mediante instigación, mandato, inducción, consejo, coacción orden, convenio o cualquier medio idóneo, logra que otra realice material y directamente conducta de acción o de omisión descrita en un tipo penal,
 motivo por el cual, según el artículo 23 del Decreto 100 de 1980 o, el 30 de la Ley 599 de 2000, “incurrirá en la pena prevista para la infracción”, sin que importe la cualificación del sujeto activo exigido en el tipo penal, toda vez que ésta “no se exige para el determinador ni para el cómplice, pues ninguna de estas personas realiza materialmente la conducta descrita en el tipo. Aquél determina a otro a obrar y el cómplice contribuye a la realización del hecho punible, pero ninguno de ellos debe recorrer con su acción u omisión la legal descripción comportamental”.
 
La prueba documental estipulada enseña que el proceso  que se tramitó para privar de la patria potestad a Sandra Milena López González, en relación con su hijo menor de edad C.C.L., fue iniciado a instancias del señor DACG, quien desde el mismo momento en que le profirió poder al profesional del derecho que lo representó, manifestó que declaraba bajo la gravedad de juramento que desconocía el domicilio de la señora Sandra Milena López González, fuera de que el sustento fáctico de las normas invocadas para solicitar la declaratoria de las pretensiones del actor fue el abandono total de sus deberes maternos por parte de la señora López, para lo cual resultaron fundamentales las declaraciones falaces que entregaron la abuela paterna del menor y el señor JORP, empleado de la familia de ésta, que fueron solicitadas en el acápite de pruebas de la demanda, por lo cual se puede concluir que DACG por su condición de hijo de la señora MJGC y por tener una relación de ascendencia laboral con el señor JORP, fue quien indujo a estas personas para que entregaran una declaración falsa en el juzgado 4º de Familia, para probar los supuestos de hecho de la citada demanda, con lo cual incurrieron en la conducta de falso testimonio. A lo anterior se debe agregar que precisamente la parte beneficiada en esos testimonios era el señor DACG, ya que su interés estaba dirigido a que prosperara su pretensión, que como se expuso en precedencia le fue reconocida con base en las falsedades que consignaron los citados testigos en sus declaraciones.

De lo anterior se deduce que el citado ciudadano en razón del interés que le asistía de privar a la señora López de los derechos sobre su hijo, fue el que determinó a las personas citadas, en razón de su ascendencia familiar o laboral, para que declararan en esos términos en el citado juicio, por lo cual también debe ser declarado penalmente responsable por la comisión de este ilícito, en calidad de determinador, tal y como fue acusado, como lo dedujo acertadamente la juez de primer grado.
6.6 SOBRE EL DELITO DE FRAUDE PROCESAL ATRIBUIDO A DANIEL ARTURO CASTRILLÓN  GÓMEZ.

6.6.1 Cumplido el estudio relacionado con la comisión del contra jus de falso testimonio, atribuido a los procesados MJGC, JORP y DACG,  corresponde analizar el segundo delito por el que fue acusado el señor  DACG, que viene a ser la conducta descrita en el artículo 453 del CP.

Como se mencionó anteriormente,  en el poder que otorgó  para que un abogado iniciara el proceso de privación de patria potestad en contra de la madre del C.C.L., el acusado DACG certificó de manera falsa que no  tenía conocimiento sobre el domicilio de la demandada, afirmación que estaba concatenado con el principal supuesto de hecho de la demanda– que resultó ser contrario a la verdad-, según el cual la señora Sandra Milena López González había abandonado su hogar y por ende todas sus obligaciones como madre del menor C.C.L. desde hacía un año, sin que se conociera su domicilio, pues se encontraba ausente y se desconocía su paradero, razón por la que debía ser emplazada en los términos del artículo 318 numeral 1º del Código de Procedimiento Civil., lo que  constituyó una afirmación falaz que hizo el procesado DACG con el propósito de allanar el camino de su pretensión procesal, ya que se demostró que no solamente fue enterado por la señora López de que iba a viajar al Japón, en el mes de junio de 2004, sino que en razón de la constante comunicación que ésta sostenía con la madre del procesado, con su empleado JORP y con la abuela materna del niño C.C.L. se puede afirmar que el señor DAGC, quien además sostenía una buena relación de amistad con el señor Alonso Gonzáles García, tío de la señora López, estaba en posibilidad de conocer la dirección o la ubicación  de la madre de su hijo en ese país, a efectos de procurar que se le notificara la demanda de privación de la patria potestad en debida forma, máxime si la familia materna de su hijo vivía a dos cuadras y media de su residencia .

Por esa razón la afirmación falsa que hizo el señor DAGC en el poder que le confirió al abogado William Ramírez Valencia
, que fue replicada por ese togado en el hecho 4º de la demanda que se presentó el 24 de febrero de 2005
, fue determinante para inducir en error a la juez 4º de Familia de esta ciudad, que en atención a esa manifestación dispuso el emplazamiento de la señora López, conforme a lo dispuesto en el citado artículo 318 del CPC, por lo cual se procedió a designarle a la parte  demandada una curadora que la representó en el proceso. 

Es necesario recalcar que acuerdo a la actuación cumplida en ese proceso, cuyas copias fueron objeto de estipulación,  la declaración que entregó el  10 de noviembre de 2005 la señora MJGC ante el Juzgado 4º de Familia de Pereira, incluso suscitó inquietud en la titular de ese despacho, quien en la misma fecha profirió un auto, según el cual, ante el conocimiento de la parte demandante sobre la residencia de los padres de la demandada, consideraba que allí podría surtirse la notificación personal de la señora López González y en consecuencia y para no vulnerar el derecho a la defensa, requirió al apoderado del actor para que suministrara tal dirección
. El citado abogado inicialmente manifestó que se atenía a la afirmación que hizo bajo juramento el señor DAGC, en el sentido de que la señora López se encontraba ausente y se desconocía su paradero, aportando una dirección que aparecía en el directorio telefónico de esta ciudad y envió un oficio posterior
, donde expuso lo siguiente: “… si su despacho insiste en llamar a los parientes de la demanda (sic) respetuosamente se le solicita surtir su debido emplazamiento, pues tanto el demandante como su señora madre Mariela de Jesús Gómez de Castrillón, ignoran su habitación y lugar de trabajo. Si bien en la declaración rendida por la señora Gómez de Castrillón manifestó ante usted conocer a la familia de la demandada, situación lógica ya que en las relaciones familiares es común que ambas familias (paterna y materna) tengan esporádica vida de relación; esto es, cuando demandante y demandada vivían juntos, época en que la familia de la demandada habitaba a 4 o 5 cuadras pero sin precisar la dirección de la familia de la señora López González. Empero he consultado vía telefónica a la señora Mariela de Jesús Gómez de Castrillón, vía telefónica, para que me indicara la susodicha dirección, manifestando de nuevo desconocerla por las circunstancias anotadas”. 
6.6.2 Finalmente, la sentencia que puso fin al litigio se profirió el 23 de marzo de 2006 y en su texto se afirmó que había quedado probado que la demandada Sandra Milena López González había abandonado a su hijo C.C.L., en los  aspectos, físico, económico y moral, sin que mediara justificación alguna para haberse sustraído al cumplimiento de sus obligaciones parentales, dejando al menor con su abuela materna y sin hacer manifestación alguna cuando el padre de éste hizo la reclamación de la custodia del niño, y además había suspendido todo tipo de comunicación con su hijo, a pesar de las diversas opciones que  ofrecía la tecnología en materia de comunicaciones. Además en el citado fallo se consideró como indicio grave en contra de la señora López, el hecho de que hubiera sido emplazada y no hubiera comparecido al proceso, lo que a criterio de la funcionaria judicial, daba cuenta de su desinterés por la suerte de su hijo y por el resultado del proceso que se tramitó para privarla de la patria potestad sobre el mismo.

6.6.3 De este contexto probatorio refulge con claridad, que el señor Daniel Arturo Castrillón Gómez, adelantó el proceso de privación de patria potestad de forma fraudulenta, ya que consignó una falsedad que fue replicada por su apoderado, al manifestar en el poder que le otorgó que no conocía el paradero de Sandra Milena López González,  lo que indujo en error a la juez de conocimiento no sólo para ordenar el emplazamiento de la demandada, sino para aducir esa situación como un indicio determinante para privarla de la patria potestad sobre su hijo, lo que de contera conllevó a que la señora López no pudiera enterarse  del citado proceso para ejercer su defensa, ya que solamente vino a conocer la existencia de esa decisión al regresar a Colombia, momento para el cual ya ese fallo había adquirido firmeza. 
Y precisamente fue el engaño urdido por el señor DAGC el que llevó a la  Juez de Familia a la errada convicción de que el menor C.C.L. había sido abandonado por su madre; que esta se había ausentado de manera imprevista del país y que no tenía ningún tipo de contacto con su hijo, por lo cual la falsa afirmación del señor DAGC de la cual provino el emplazamiento de la señora López, y la circunstancia que se tomó como indicio en su contra, resultó determinante para que se adoptara la decisión judicial en su contra, por lo cual se puede concluir que  mediante medios fraudulentos, que incluyeron su intervención como determinador de la conducta de falso testimonio en que incurrieron su madre MJGC y su empleado JORP, el señor DAGC hizo incurrir en error a la Juez 4º de  Familia de Pereira, para que emitiera la sentencia que resultó favorable a sus intereses, lo que demuestra que la asistió razón a la juez de primer grado al dictar la sentencia condenatoria contra el citado ciudadano como responsable de la conducta descrita en el artículo 453 del CP. 
En ese sentido se cita lo expuesto por la SP de al SSJ en la sentencia del 24 de noviembre de 2014, radicado 41111, donde se manifestó lo siguiente sobre los elementos de la conducta punible de fraude procesal:
(…) 
Para que se configure el delito contra el bien jurídico de la eficaz y recta impartición de justicia se requiere: i) el despliegue de un medio fraudulento, ii) con la capacidad de inducir en error a un servidor público, iii) utilizado para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley. 

Se trata de un punible de mera conducta que se perfecciona con el despliegue de maniobras engañosas idóneas para inducir en error sin que sea necesaria la obtención del resultado querido, cuyo efectos perduran en el tiempo mientras el mecanismo fraudulento incida en el accionar del servidor público. 

Inducir significa conducir, determinar, instigar o provocar el error mediante actos fraudulentos idóneos, de manera que los medios de engaño están referidos a los elementos de juicio que se pretenden hacer valer en un determinado diligenciamiento, así como a la trascendencia valorativa que el servidor público otorgue a los mismos para acceder o negar las pretensiones que se discuten, dentro del régimen probatorio correspondiente…”.

8.3 A su vez debe decirse que en este caso resultaba posible atribuir responsabilidad al procesado DACG por el concurso de conductas punibles que se le atribuyeron como determinador de falso testimonio en las circunstancias ya anotadas y autor del delito de fraude procesal, en atención a lo manifestado en la sentencia  CSJ SP del 24 de junio de 2015, radicado  39703, donde se dijo lo siguiente :
“… El fraude procesal es un delito autónomo y no derivado y, por ende, la determinación de la ilegalidad de la sentencia es absolutamente irrelevante para la consumación del ilícito que para el efecto sólo requiere, como fácilmente se colige de su simple lectura, que se produzca la inducción al error para obtener una decisión ilegal, y no que esta decisión contraria a la ley efectivamente se produzca. 

(…) 
Por su parte la Corte estima que no existe ninguna razón por la cual debería requerirse una determinada calidad o condición para ser sujeto activo del tipo penal, cuando lo que determina que la ley haya definido esta conducta como punible es el bien jurídico de la administración de justicia, que debe ser respetado por todos y no solamente por quienes tienen un especial vínculo procesal ya establecido, un interés, o la calidad de sujeto en el proceso. El hecho de que, como lo afirma el demandante, la ley procesal muchas veces exija que quienes participen en el proceso como litis consortes o como intervinientes tengan unas determinadas calidades o una particular participación o relación respecto de los hechos que en un proceso se debaten para que su intervención produzca efectos, no implica que para incurrir en el tipo penal de fraude procesal deba (sic) tenerse también esas mismas calidades o condiciones, ya que no existe una imprescindible conexión entre lo que en un determinado proceso o actuación administrativa se debate y la posibilidad de inducir a un determinado funcionario a un error con el fin de obtener un cierto resultado. En otras palabras, mientras lógica y fácticamente sólo determinadas personas pueden demandar el cumplimiento de ciertos derechos o ser demandadas para el cumplimiento de ciertas obligaciones, cualquier persona puede, también lógica y fácticamente, inducir a un funcionario para que cometa un error, sin que sea relevante la relación procesal concreta que esa persona tenga con el funcionario en cuestión.…”.
6.6.4 En ese orden de ideas se estima que no la asiste razón al recurrente para solicitar la revocatoria del fallo de primer grado, ya que en criterio de la Sala se demostraron plenamente los  requisitos del artículo 381 del CPP para dictar la sentencia de condena en contra de DACG, MJGC y JORP, por los delitos por los que fueron convocados a juicio.

Finalmente se advierte que en virtud del principio delimitación de la segunda instancia, la Sala no hará ningún pronunciamiento alguno respecto de las penas fijadas en el fallo impugnado, ya que ese acápite de la decisión no fue objeto del recurso.
6.7  SOBRE LAS DEMÁS DECISIONES ADOPTADAS EN EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA:

6.7.1 En la sentencia del 7 de abril de 2011, la A quo  atendió la petición que formuló la delegada de la FGN, para que se dejaran sin efecto las sentencias proferidas  por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira el 23 de marzo de 2006 y por la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira el 20 de junio de ese mismo año en grado de consulta, al igual que las anotaciones existentes en el registro civil del menor C.C.L. derivadas del fallo dictado por el juzgado 4º de Familia de esta ciudad, en el proceso que dio origen a la presente investigación. Así mismo, se ordenó la restitución internacional del infante C.C.L., al que consideró indebidamente retenido por su padre en España, decisión que no quedó condicionada a la ejecutoria del fallo, por lo cual se dispuso que se informara sobre lo decidido al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,  para que adelantara las actuaciones tendientes al cumplimiento de esa orden.
6.7.2 La juez de primer grado sustentó su determinación de dejar sin efecto las  sentencias de primera y segunda instancia dictadas en el proceso de privación de la patria potestad tantas veces mencionado  y de ordenar la restitución voluntaria del niño C.C.L, con base en el  principio rector del restablecimiento del derecho, contenido en el artículo 22 del CPP, que dispone lo siguiente: “Cuando sea procedente, la Fiscalía General de la Nación y los jueces deberán adoptar las medidas necesarias para hacer cesar los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuera posible, de modo que se restablezcan los derechos quebrantados independientemente de la responsabilidad penal”. Igualmente invocó el artículo 112 del C.I.A. 
6.7.3 En respuesta a la argumentación del censor, quien también solicitó la revocatoria de este acápite de la sentencia, la Sala considera que la decisión de la funcionaria de primer grado excedió los alcances del ámbito de aplicación  del citado principio rector sobre el restablecimiento del statu quo,  con el fin de hacer cesar los efectos de la conducta punible y retornar las cosas a su estado anterior, ya que  la funcionaria de primer grado incurrió en una vía de hecho por defecto orgánico o falta de competencia
 como se expuso en la sentencia T-1017 de 1999 donde se dijo que esa clase de vicio se produce: “en aquellos eventos en los cuales el funcionario judicial carece  por completo de competencia para resolver el proceso”.
6.7.4 Se afirma lo anterior porque en el mencionado apartado de la decisión de segunda instancia, se dejaron sin efecto unas sentencias debidamente ejecutoriadas que fueron proferidas por el juzgado 4º de Familia de Pereira y la Sala Civil Familia de este Tribunal, con lo cual se desconocieron normas procesales de orden público, de obligatorio cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales, y se afectó el principio del juez natural, ya que este caso no guardaba ninguna relación con los eventos previstos en el artículo 101 del CPP .

En apoyo de esta posición se trae a cita la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, donde se ha expuesto lo siguiente:

“…De lo acotado en precedencia se puede hasta el momento inferir: (i) el principio rector orientado al restablecimiento del derecho es intemporal dentro del proceso penal y no está supeditado a la declaratoria de responsabilidad penal; (ii) “el pleno restablecimiento del derecho” no necesariamente se debe reconocer en la sentencia sino en cualquier momento de la actuación en que aparezca acreditado en que obre, como ahora se señala en el artículo 101 de la L. 96 de 2004, un ‘convencimiento más allá de toda duda razonable’ sobre la materialidad de la conducta o en cuanto al tipo objetivo y (iii) en el decurso procesal se debe procurar por el pronto y efectivo resarcimiento, de modo que, como se señala en la sentencia C-060 de 2008, “se evite la continuación y/o la consumación de situaciones irregulares, así como la de los perjuicios que ellas injustamente causan” o, lo que es igual, no siempre debe ser pleno, sino que también procede con carácter provisional, en cuyo caso demanda la adopción de medidas inmediatas que no se pueden posponer hasta cuando se profiera alguna determinación con carácter definitivo en el proceso.

Esto último también se corresponde con el entendimiento a que llegó la misma Corte Constitucional en la sentencia C-057 de 2003, al precisar que:

“A juicio de la Corte el cargo formulado por el actor no está llamado a prosperar, en consideración a que dichas medidas tienen pleno respaldo constitucional, al contemplarlas la misma Carta Política como medios de protección de la vida, bienes y demás derechos y libertades de las personas. También como medio adecuado para hacer comparecer a los presuntos infractores de la ley penal ante las autoridades competentes (Cons. Pol. Art. 28); así como lograr, si fuere del caso, el restablecimiento del derecho y la indemnización de los perjuicios ocasionados por el delito (art. 250 – 1º Ibídem).

 

Por otro lado, tampoco es cierto que los funcionarios judiciales puedan adoptar cualquier clase de medida para que cesen los efectos creados por la comisión de la conducta punible, o para que las cosas vuelvan al estado anterior y se indemnicen los perjuicios causados por la conducta punible, puesto que ellos sólo podrán tomar las medidas que estimen necesarias conforme a la ley, habida consideración del caso concreto, lo cual debe decidirlo el juez en cada evento, previo cumplimiento del procedimiento que la misma ley establece.

 

Estas medidas tienen como fin hacer efectiva la ‘justicia reparadora’, que de acuerdo con la presentación que realizan los iusfilósofos Norberto Bobbio y Nicola Matteucc del pensamiento aristotélico sobre la justicia, está relacionada, a diferencia de la distributiva, de una manera más específica con situaciones en que una persona ha sufrido una ofensa de otra persona y exige, por lo tanto, una reparación. Las normas de la justicia reparadora se subdividen, además, en normas de justicia compensativa y normas de justicia correctiva. Las primeras se refieren a transacciones privadas y voluntarias y tienen por objeto restablecer un equilibrio perturbado, mediante la compensación de la parte ofendida; la segunda inflige el castigo al culpable.

 

Las medidas que puede adoptar la autoridad judicial de acuerdo con la norma acusada se ubican dentro del marco de la justicia reparadora. Ellas buscan corregir los perjuicios ocasionados con el delito. Así, el Código de Procedimiento Penal prevé las medidas de aseguramiento que recaen sobre la persona, como la detención preventiva (C. de P.P., artículos 355 y ss.), con el lleno de los requisitos fijados por el Legislador en desarrollo del artículo 28 de la Constitución. Igualmente, el mismo Código contempla las medidas sobre los bienes, como el embargo y secuestro, la restitución de los objetos o las autorizaciones especiales (artículos 60 a 64 C. de P.P.)…”
 (negrillas no originales)
 

6.7.5 Se debe tener en cuenta que para  la fecha de la sentencia dictada por la juez 4º penal del circuito de Pereira, en la que se dejaron sin efecto las decisiones tomadas en el proceso de privación de la patria potestad que se adelantó contra Sandra Milena López González, regían los artículos 379 y ss. del Código de Procedimiento Civil,  que regulaban el ejercicio de la acción de revisión contra las sentencias ejecutoriadas proferidas por la Corte Suprema, los Tribunales Superiores, los jueces de Circuito, municipales y de menores. A su vez el canon 380 de la misma obra, en su numeral 3º establecía como causal de revisión, que la  sentencia estuviera basada en declaraciones de personas que fueron condenadas por falso testimonio en razón de ellas, normas que en lo esencial corresponden a lo dispuesto en los artículos 354 y 355 de la ley 1564 de 2012. 
De acuerdo a lo anterior resulta claro que el mecanismo previsto en la ley para dejar sin efecto las sentencias mencionadas es el de la acción de revisión, con base en la causal invocada, por lo cual no resultaba acertado que la juez penal hubiera adoptado una determinación que le correspondía a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, al tenor del  artículo 25 del C. de P.C. (hoy artículo 30 del Código General del Proceso), lo cual pone de presente que la funcionaria de primer grado no era competente para adoptar esa clase de determinaciones, que deben ser decididas a través de la vía de la acción  de revisión, como lo ha expuesto la  Corte Constitucional así:
“…4.2. En la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, también se ha perfilado la fisonomía propia del recurso extraordinario de revisión, como excepción a la cosa juzgada, a través del cual es posible volver sobre asuntos respecto de los cuales existe sentencia ejecutoriada, cuando ésta ha sido proferida con violación del derecho de defensa, o con respaldo en medios probatorios luego descalificados por la justicia penal. “Base fundamental del orden jurídico y garantía de los derechos ciudadanos es la inmutabilidad de la sentencia ejecutoriada, que los legisladores han reconocido y aceptado mediante la consagración positiva del principio de cosa juzgada. Fundado en la presunción de legalidad y acierto que ampara al fallo definitivo, el anterior postulado no es sin embargo, absoluto: razones de equidad impulsan a exceptuar de él las sentencias proferidas en procesos en los cuales faltaron los elementos esenciales para la garantía de la justicia. Con este fundamento aparece, consagrado por el derecho positivo como remedio que se endereza a quebrantar la fuerza de la cosa juzgada, el recurso de revisión, cuya finalidad es pues invalidar por injusta una sentencia firme, para que por consiguiente la jurisdicción pueda considerar nuevamente el litigio planteado en proceso anterior y fallarlo con arreglo a derecho”.
 

Más recientemente, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, al examinar la procedencia del recurso de revisión fundado en la causal octava del artículo 380 del Código de Procedimiento Civil, señaló la necesidad de acompasar la comprensión de las causales del recurso extraordinario de revisión en el proceso civil, a la luz de las exigencias constitucionales, señaló lo siguiente:

2. Sobre el carácter restricto del recurso de revisión suelen citarse, entre otros, el fallo 6 de diciembre de 1991, en él la Corte expreso que “La revisión es entonces un recurso eminentemente extraordinario y, por lo tanto, sometido a específicas causales señaladas con criterio limitativo, al punto de no resultar procedente la vía impugnativa si oportuna y cabalmente no se prueba la existencia de una de ellas” (GJ. Tomo CCXII, No. 2451, pág. 311). En el mismo sentido las sentencias de 12 de noviembre de 1974, 25 de noviembre de 1986, 27 de marzo de 1987, 16, 19 y 30 de septiembre de 1996, 14 de enero de 1998, 22 de septiembre de 1999, 4 de diciembre de 2000 y 16 de febrero de 2004; criterio reiterado además en los autos de 19 de enero de 1994, 22 de junio y 15 de marzo de 1994.

Igualmente, la naturaleza extraordinaria del recurso de revisión se muestra en que, a juicio de la Corte, tal medio de impugnación “Fue instrumentado con la única finalidad de aniquilar los efectos de la cosa juzgada material que se predique de una sentencia, cuando ella ha sido proferida con violación del derecho de defensa, o con respaldo en medios probatorios luego descalificados por la justicia penal” (Sent. Rev. de ene. 13/2004, Exp. 0211-01)…”

6.7.6 Por lo anterior se revocará el numeral quinto de la sentencia de primera instancia, que dejó sin efectos las sentencias emitidas por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira y por la Sala Civil familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira dentro del proceso de privación de la patria potestad antes referido. La Sala aclara que no se pronunciará sobre la orden de “restitución internacional” del menor C.C.L. que fue ordenada al ICBF en el fallo de primer grado, ya que el recurrente no impugnó esa decisión contenida en el numeral 6º de la sentencia censurada. 
6.8 SOBRE LA CONCESIÓN DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA A LA SEÑORA MARIELA DE JESÚS GÓMEZ CASTRILLÓN:

6.8.1 En la sentencia de primera instancia se manifestó que no se concedía a los sentenciados la condena condicional, ni la prisión domiciliaria de que trata el artículo 38 del C.P. Igualmente se expuso que el despacho no era competente para pronunciarse sobre la suspensión  de la ejecución  de la pena de la señora MJGC, que había solicitado su defensor en la audiencia prevista en el artículo 447 del CPP, con base en el hecho de que la  citada señora era mayor de 65 años, lo que demandaba en su caso la aplicación de los artículos 314-2  y 461 del  CPP, que fue precisamente lo que solicitó el defensor en la audiencia de individualización de pena y sentencia.

6.8.2 Sobre este aspecto del recurso hay que manifestar que el recurrente manifiesta que al haberse abstenido la juez de primera instancia de resolver ese punto específico en el caso de la señora MJGC, invocaba su condición de septuagenaria para que se le reconociera la sustitución  de su lugar de internación. 
6.8.3 Sobre el tema debe manifestarse que en aplicación  del principio de favorabilidad de la ley penal y en  virtud de la reforma introducida por el artículo 23 de la ley 1709 de 2014, es posible reconocer el citado beneficio en atención a que la pena mínima prevista para el delito por el que fue sentenciada la señora MJGC no excede de 8 años de prisión; el delito por el que fue condenada no se encuentra incluido en el listado del artículo 38C del mismo estatuto adicionado por el artículo 24 de la Ley 1709 de 2014, y además la prueba existente en el proceso demuestra con creces que la citada dama poseía arraigo familiar y social en esta ciudad, al tiempo que igualmente concurre la causal prevista en el artículo 461 del CPP, entendida en los términos del artículo 314 del CPP en razón de la edad de la procesada y los demás factores previstos en el numeral 2º de esa norma. Para el efecto la señora MJGC deberá constituir caución equivalente a dos smlmv para el año 2011 y cumplir con las demás obligaciones que establece el artículo 65 del CP.

6.8.4 En conclusión esta colegiatura confirmará  la decisión adoptada por el Juzgado  Cuarto Penal del Circuito de Pereira en la sentencia del 7 de abril de 2011 en lo relativo a la declaratoria de responsabilidad penal de los procesados DACG, MJGC y JORP, por los delitos de falso testimonio y fraude procesal, por  los cuales fueron convocados a juicio por la FGN.

6.8.5 Sin embargo se revoca parcialmente la decisión de primera instancia, en lo concerniente al apartado de su numeral 4º donde se dispuso negar el mecanismo sustitutivo de la prisión domiciliaria a la señora MJGC. Además se abroga el numeral 5º del mismo fallo, en el cual se dispuso dejar sin efectos las sentencias dictadas en el proceso de privación  de la patria potestad que promovió el procesado DACG contra la señora Sandra Milena López G.
En lo demás queda vigente el fallo de primera instancia.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira el 7 de abril de 2011 mediante la cual se declaró la responsabilidad penal de DANIEL ARTURO CASTRILLÓN GÓMEZ, MARIELA DE JESÚS GÓMEZ DE CASTRILLÓN y JORGE OLMAR RICO PULGARÍN, por los delitos de falso testimonio y fraude procesal.
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 4º donde se dispuso negar el mecanismo sustitutivo de la prisión domiciliaria a la señora MARIELA DE JESÚS GÓMEZ DE CASTRILLÓN. En consecuencia,  se reconoce a favor de la procesada el mecanismo aludido, previa constitución de caución equivalente a dos smlmv para el año 2011, quien deberá cumplir con las demás obligaciones que establece el artículo 65 del CP, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
TERCERO: ABROGAR el numeral 5º del mismo fallo, en el cual se dispuso dejar sin efectos las sentencias dictadas en el proceso de privación  de la patria potestad que promovió el procesado DACG contra la señora Sandra Milena López González en el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira. En lo demás queda vigente el fallo de primera instancia.

CUARTO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra esta procede el recurso de casación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(Aclaró voto)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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